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DESISTIMIENTO PROCESO NRD 2019 - 544

Marcela Patricia Escobar Alban <marcela.escobar.alban@hotmail.com>
Jue 31/03/2022 11:42 AM
Para: Despacho 03 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto <des03tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: ipestrada@procuraduria.gov.co <ipestrada@procuraduria.gov.co>
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DOCTORA:

SANDRA LUCIA OJEDA INSUASTY

MAGISTRADA TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO


MEDIO DE CONTROL         NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

RADICACIÓN :                     52001-23-33-000-2019-00544-00

DEMANDANTE:                   TAXIS R.C.P. S.A.S

DEMANDADO:                     MUNICIPIO DE PASTO- SECRETARIA DE TRANSITO Y TRANSPORTE


Marcela Escobar, en mi calidad de apoderada de la parte demandante, me permito adjuntar
desistimiento del peoceso de la referencia. 

Marcela Escobar Alban 
T.P. 269.564 C.S. de la J. 
Abogada 
Cel. 3158133773



E & E  - ABOGADOS      

  

 

 
Calle 20 No 22 – 39 Edificio Escallon Oficina 201  
Calle 17 No 22 - 32  Edificio Orient Oficina 301 

Cel. 3158133773 – 3187730194 

DOCTORA: 

SANDRA LUCIA OJEDA INSUASTY 

MAGISTRADA TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO 

 

MEDIO DE CONTROL          NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICACIÓN:        52001-23-33-000-2019-00544-00 

DEMANDANTE:   TAXIS R.C.P. S.A.S 

DEMANDADO:   MUNICIPIO DE PASTO- SECRETARIA DE 

TRANSITO Y TRANSPORTE 

 

MARCELA PATRICIA ESCOBAR ALBAN, mayor de edad, domiciliada en la ciudad 

de Pasto (N.), identificada con la c. de c. No. 1085.255.527 de Pasto (N.) abogada 

en ejercicio, y portadora de la T.P. 269.564 del C.S de la J., en mi calidad de 

apoderada de la parte demandante dentro del proceso de la referencia, muy 

respetuosamente me manifestar y solicitar: 

 

Que de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 316 del Código General del 

Proceso, se sirva dar por terminado el proceso de la referencia, por 

DESISITIMIENTO DE LAS PRETENSIONES de la demanda, por consiguiente, se 

archive el expediente.                              

 

Así mismo solicito a su Señoría se abstenga de condenar en costas a la parte 

demandante.  

 

   De usted, 

  Atentamente. 

 

 

 

  MARCELA PATRICIA ESCOBAR ALBAN  

 

Pasto, marzo de 2022.  



CONTESTACIÓN DE DEMANDA 2021 – 00 282-00

Alba Lucy Bastidas Chalapud <albalucybastidas@hotmail.com>
Jue 27/01/2022 3:58 PM
Para:  Despacho 03 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto <des03tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Proceso No: 2021 – 00 282-00 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Seguros del Estado S.A.  
Demandado: Municipio de Cuaspud Carlosama y Otro  
Tercero Con Interés en el proceso: Carlos Hernando Moncayo Chamorro 

Ref: Contestación de Demanda.  

ALBA LUCY BASTIDAS CHALAPUD  mayor de edad, con vecindad en el  municipio de
Pasto (N), identificada con la C. C. No. 27’221.141 expedida en Guaitarilla (N), Abogada en
ejercicio,  portadora  de  la  Tarjeta  Profesional  No.  207.237  del  Consejo  Superior  de  la
Judicatura,  obrando  de  conformidad  con  el  mandato  conferido  por  el  señor  CARLOS
HERNANDO MONCAYO CHAMORRO, me permito reenviar la contestación de la demanda
en el proceso de la referencia, este se realiza a estas direcciones electrónicas teniendo en
cuenta  que  la  dirección;  contactenos@segurosdelestado.com,
juridico@segurosdelestado.com;  danielagalviso1990@gmail.com;

notificacionjudicial@cuaspud-narino.gov.co,  alcaldia@cuaspud-narino.gov.co;
contactenos@cuaspud-narino.gov.co,  lo  anterior  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el
Decreto 806 de 2020 para los fines legales pertinentes.   
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Alba Lucy Bastidas Chalapud 
Abogada 

 

Carrera 24 No. 19 – 33 Oficina 304- Edifício Pasto Plaza –  
Correo eletrônico: albalucybastidas@hotmail.com Cel.: – 3017889633 - San Juan de Pasto - Nariño 

 

Doctora. 
SANDRA LUCIA OJEDA INSUASTY 
Tribunal Administrativo de Nariño 
Sala Unitaria de Decisión. 

 E.   S.   D. 
 
 

Proceso No. 52001-23-00- 2021 – 00282-00 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Seguros del estado S.A. 
Demandado: Municipio de Cuaspud Carlosama  
Tercero con interés en el proceso: Carlos Hernando Moncayo 
Ref: Contestación de Demanda. 
 
 

Alba Lucy Bastidas Chalapud mayor de edad, con vecindad en el municipio de 
Pasto (N), identificada con la C. C. No.   27’221.141 expedida en Guaitarilla (N), 
Abogada en ejercicio, portadora de la Tarjeta Profesional No. 207.237 del Consejo 
Superior de la Judicatura, obrando de conformidad con el mandato conferido por el 
señor CARLOS HERNANDO MONCAYO CHAMORRO, mayor de edad, vecino de 
Pasto (Nariño), identificado con cédula de ciudadanía No. 87’531.428 de Guaitarrilla 
(N), en su calidad de Tercero con interés en el Proceso, en ejercicio de las 
facultades a mi conferidas y en el expresadas, el cual acompaño y expresamente 
acepto, comparezco ante su Despacho dentro del término legal, por medio del 
presente escrito para dar contestación a la demanda de la referencia, solicitar y 
aportar pruebas, proponer excepciones, en los siguientes términos: 
 
I.- IDENTIFICACIÓN Y REPRESENTACIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA 
 
Actúo en nombre y representación del señor CARLOS HERNANDO MONCAYO 
CHAMORRO, en su calidad de Tercero con interés en el Proceso; por ser quien 
actuó como Ingeniero contratista de la obra desarrollada en el municipio de Cuaspud 
Carlosama, cuyo objeto era “MEJORAMIENTO EN PLACA HUELLA DE LA VÍA 
CARLOSAMA- CARCHI- CUATRO ESQUINAS- HACIA EL MUNICIPIO DE 
CUMBAL – DEPARATAMENTO DE NARIÑO”., copia del contrato que me permito 
anexar al presente escrito. 
 
II.- POSICIÓN FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

1. Es cierto, que el Municipio de Cuaspud Carlosama celebró contrato No. 096 del 
21 de marzo de 2018 con mi prohijado, el cual tenía por objeto ““MEJORAMIENTO 
EN PLACA HUELLA DE LA VÍA CARLOSAMA- CARCHI- CUATRO ESQUINAS- 
HACIA EL MUNICIPIO DE CUMBAL – DEPARATAMENTO DE NARIÑO”. 
 

2. Es Cierto, que el valor del contrato de obra No. 096 del 21 de marzo del 2018 se 
determinó en la suma de TRES MIL SETECIENTOS OCHO MILLONES 
SETECIENTOS VEINTIOCHO MIL OCHOCIENTOS CUARENTA y OCHO PESOS 
($3.708.728.848) M/CTE. 
 
3. Es cierto, que se pactó como plazo de ejecución ocho (8) meses contados a partir 
de la suscripción del acta de inicio, previo cumplimiento de los respectivos trámites 
de ejecución y legalización. 
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Alba Lucy Bastidas Chalapud 
Abogada 

 

Carrera 24 No. 19 – 33 Oficina 304- Edifício Pasto Plaza –  
Correo eletrônico: albalucybastidas@hotmail.com Cel.: – 3017889633 - San Juan de Pasto - Nariño 

 

4. Es cierto, que mi poderdante para llevar a cabo el objeto del contrato No. 096 del 
21 de marzo de 2018, adquirió con SEGUROS DEL ESTADO S.A., una póliza de 
cumplimiento No. 41-44-101200733 y otra póliza de responsabilidad Civil 
Extracontractual No. 41-40-101032240, constituyéndose a favor del Municipio de 
Cuaspud Carlosama, la primera bajo los amparos de cumplimiento, correcta 
inversión del anticipo, salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales 
y la segunda bajo el amparo de predios, labores y operaciones.. 
 
5. Es Cierto, que la garantía de responsabilidad civil extracontractual contenida en 
la póliza No. 41-40-101032240 fue aprobada por el Municipio de Cuaspud 
Carlosama, de conformidad con lo establecido en el artículo 41 de la ley 80 de 1993. 
 
6. Es parcialmente cierto, si bien el 10 de diciembre del 2018 en horas de la 
madrugada el señor Weymar Mauricio Tarapues López sufrió accidente sobre el 
sector de la vía pública del barrio San Bernardo Vereda El Carhi; accidente que 
causo su muerte luego de caer a una excavación realizada por la ejecución del 
contrato No. 096 del 21 de marzo del 2018; no existe prueba alguna, menos decisión 
judicial que demuestre de manera sumaria que la muerte fue causada por accidente 
de tránsito y/o por falta de señalización de la obra. En este sentido, la administración 
municipal de Cuaspud – Carlosama al emitir un acto administrativo de ocurrencia 
de siniestro, toma la decisión con base en criterios superficiales, inconsultos y no 
probados, toda vez que el daño no está probado. 
 
Ahora, y lo más grave es que la administración municipal de Cuaspud – Carlosama, 
determina que en los hechos objeto contenidos en el acto, sucedió un accidente de 
tránsito y, por tanto, se decretó la ocurrencia de un siniestro sin haber probado, que 
efectivamente ocurrió dicho accidente, perjudicando los intereses de mi poderdante. 
Es inadmisible que se pretenda tomar una determinación de esa naturaleza, 
violando el derecho fundamental del debido proceso y por ende del derecho de 
defensa, con motivaciones superfluas e inexistentes, constituyendo en una decisión 
arbitraria.  
 
Cabe resaltar que para la fecha de los hechos mi poderdante junto con su equipo 
de trabajo mantenía debidamente señalizada la obra, toda vez que se encontraban 
laborando normalmente a pesar de que en el municipio se llevaba a cabo diferentes 
festividades, que año tras año desde hace mucho tiempo se desarrollan teniendo 
como escenario principal la cabecera municipal. Fiestas que tradicionalmente se 
llevan a efecto al finalizar e iniciar cada año. Estas actividades se suceden unas tras 
otras, durante los días 4, 5, 6, 7 y 8 de diciembre se realizan toda clase de 
actividades sociales, culturales, recreativas y deportivas; sin faltar las verbenas 
populares o llamados festivales con amenización de orquestas o discomóvil, 
incluyendo la venta de una variadísima gastronomía. 
 
Señora Magistrada, en razón a lo anterior, se puede inferir que para el día de la 
ocurrencia de los hechos tales festividades se alargaron todo el fin de semana y 
durante todo el mes ya que iniciaban festividades navideñas, entonces el desarrollo 
fatal que sufrió el señor WEYMAR MAURICIO TARAPUEZ LÓPEZ fue causado por 
el estado alicoramiento en que se encontraba y no por la falta de señalización de la 
obra. Así entonces el municipio al declarar la ocurrencia del siniestro de un 
accidente de tránsito relacionado con la obra civil objeto del contrato No. 096 del 21 
de marzo del 2018, violó el derecho fundamental del debido proceso y por ende del 
derecho de defensa ya que el mismo no tiene una prueba que demuestre lo 
contrario. 
 

2



3 
 

Alba Lucy Bastidas Chalapud 
Abogada 

 

Carrera 24 No. 19 – 33 Oficina 304- Edifício Pasto Plaza –  
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Para sustentar lo anterior allego copia del Informe Pericial de Necropsia Medico Legal. 
 
7. Es cierto, que los señores MARIA CRISTINA LOPEZ, LUCY MARIELA 
TARAPUES, MARIA ELENA LOPEZ, JENNY NOHEMI RIVERA, SANDRA MARILI 
CANACUAN Y WUILMER ORLANDO AYALA familiares del occiso Weymar 
Mauricio Tarapues López presentaron solicitud de conciliación extrajudicial a fin de 
que se le reconozca indemnizaciones por perjuicios materiales e inmateriales a 
consecuencia de la muerte del señor Weymar, manifestando la existencia de 
presunta falla en el servicio por falta de señalización en obra; sin embargo, el día 7 
de octubre del 2020 la Procuraduría expidió auto mediante el cual declaro fracasada 
la audiencia de conciliación al no existir animo conciliatorio de los convocados 
Municipio de Cuaspud y Carlos Hernando Moncayo Chamorro. 
 
8. Es Cierto. 
 
9. Es Cierto, que el 30 de septiembre del 2020 el Municipio de Cuaspud Carlosama 
profirió resolución No. 172 del 30 de septiembre del 2020 por medio del cual se 
resolvió declarar la ocurrencia del siniestro de un accidente de tránsito relacionado 
con la obra civil objeto del contrato No. 096 del 21 de marzo del 2018, suscrito entre 
el MUNICIPIO DE CUASPUD CARLOSAMA y el señor CARLOS HERNANDO 
CHAMORRO.  
 
10. Es cierto, que al igual que SEGUROS DEL ESTADO S.A, mi poderdante  fue 
notificado del Acto administrativo el día 30 de septiembre del 2020; presentando 
dentro del término de ley recurso de reposición en contra de la resolución No. 172 
del 30 de septiembre del 2020 a fin de que se revoque la decisión proferida por esa 
entidad, teniendo en cuenta como argumentos la expedición irregular del acto 
administrativo por falta de competencia, falta de requisitos para expedir el acto 
administrativo, causal excluyente de responsabilidad- ausencia de cobertura del 
perjuicio reclamado. 
 
11. Es cierto, que El Municipio de Cuaspud Carlosama mediante resolución No. 224 
del 31 de diciembre del 2020, NOTIFICADA el 19 de enero del 2021, resolvió los 
recursos de reposición presentados por Seguros del Estado SA y el señor Carlos 
Hernán Moncayo Chamorro, dejando incólume la resolución recusada, así: 
 

“ARTICULO PRIMERO.NO REPONER. El contenido de la resolución No. 172 del 30 
de septiembre del 2021 emanada por la Alcaldía Municipal de Cuaspud Carlosama que 
dispuso declarar la ocurrencia del siniestro de tránsito, del contrato de obra No.096 del 
31 de diciembre del 2018 (…) 
 
ARTICULO SEGUNDO. Quedan agotados los recursos administrativos. Contra el 
presente acto no procede recurso alguno  
 
ARTICULO TERCERO. Notifíquese el contenido de la presente resolución” 
 

12. No me consta, que se pruebe dentro del proceso. 
 
13. No me consta, que se pruebe dentro del proceso. 
 
14. No me consta, que se pruebe dentro del proceso. 
 

III. RAZONES DE LA DEFENSA 
 

3



4 
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Abogada 
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Es viable aclarar en este momento procesal, que si bien se encuentra vigente un 
proceso de Reparación Directa identificado con el No. 2020 – 00127, en donde los 
demandantes son: María Cristina López y Otros y los demandados: el Municipio de 
Cuaspud Carlosama y el Ingeniero Carlos Hernando Moncayo, en su calidad de 
contratista; la responsabilidad de los demandados por el supuesto daño causado al 
señor WEYMAR MAURICIO TARAPUEZ LÓPEZ, no ha sido determinada aun por 
fallo judicial. 
 
Ahora bien, respecto a la declaratoria de siniestro por parte de las entidades 
públicas es dable recordar que: 
El contenido del acto administrativo que declara el siniestro por incumplimiento de 
las obligaciones del contratista. Que a más de que los actos son de naturaleza 
contractual por lo que su impugnación procede por la vía de la acción contractual 
con independencia del sujeto que la instaure, el sustrato o contenido de aquel es la 
exigibilidad de la obligación de amparo que surge del contrato de seguro, contrato 
que en términos del artículo 1499 del C.C. tiene la naturaleza de accesorio al 
contrato estatal, en cuanto ampara el cumplimiento de las obligaciones emanadas 
de éste y que como tales son obligaciones principales, razón para que el 
cuestionamiento de tal acto deba hacerse por la vía de la acción contractual. 
En este entendido, las entidades públicas están facultadas para declarar el siniestro 
cuando se da incumplimiento de las obligaciones del contratista, así lo ha referido 
la jurisprudencia del Consejo de Estado.   
 

«(...)La Sala reitera el criterio que de años atrás ha consolidado en el sentido de que la 
Administración goza de la prerrogativa de declarar el siniestro derivado de la ejecución 
de los contratos estatales, de hacer efectiva la garantía que ha sido constituida a su 
favor, y en esta oportunidad precisa que tal prerrogativa conlleva la de cuantificar el 
perjuicio, aún después de la terminación del contrato, mediante la expedición de actos 
administrativos, los cuales están sujetos al control gubernativo y judicial, en 
consecuencia, podrán ser impugnados ante la propia Administración mediante la 
interposición de los recursos que la ley ha previsto para el efecto y por vía judicial 
mediante el ejercicio de la acción contractual. 

(...) 
“En relación con las prerrogativas que posee la Administración frente a las garantías 
contractuales, también resulta pertinente establecer, como lo ha señalado la 
jurisprudencia de la Sala, que en materia de contratación estatal no aplica el 
procedimiento previsto en los artículos 1075 y 1077 del Código de Comercio, relativos 
a la reclamación por parte del asegurado y a la objeción que puede formularle el 
asegurador[2], toda vez que tal reclamación se suple a través de la expedición de un 
acto administrativo mediante el cual la Administración unilateralmente declara ocurrido 
el siniestro y ordena la efectividad de las garantía sin la aquiescencia del asegurador, 
decisión que puede ser impugnada por éste y también por el contratista, administrativa 
y judicialmente.(...)»1 
 

Si bien en este caso, el ente territorial se le confiere la prerrogativa de declarar el 
siniestro derivado de la ejecución de los contratos estatales, como lo hizo mediante 
resolución No. 172 de 30 de septiembre de 2020; también lo es que, para la 
expedición de este acto es necesario determinar el daño causado al señor 
WEYMAR MAURICIO TARAPUEZ LÓPEZ y cuantificar los perjuicios. 
 
La resolución 172 de 30 de septiembre de 2020, fue expedida con fundamento a la 
ocurrencia de un accidente de tránsito relacionado con la obra civil objeto del 
contrato No. 096 de 2018; siniestro, en el que aún no se han determinado las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar, por medio de los cuales se ocasiono el 

 
1 Sentencia Consejo de Estado, CE SIII E 27098 DE 2014 
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deceso del señor Weymar Mauricio Trapuez López, y que si bien están siendo 
debatidos en sede judicial (proceso de Reparación Directa identificado con el No. 
2020 – 00127), no existe una responsabilidad determinada por fallo judicial. 
 
Sumado a lo anterior, y de conformidad al Decreto No. 074 de 2018 expedido por 
ente municipal, el contratista, dio estricto cumplimiento y realizó la difusión radial del 
cierre total de la vía para la ejecución del contrato por las emisoras locales, y en el 
culto religioso que se llevaba a cabo los días domingos, además realizó la impresión 
de volantes informativos, que fueron entregados a los habitantes de la comunidad 
de Cuaspud Carloama, aunado a esto, dio cabal cumplimiento a la resolución No. 
0001885 del 17 de junio de 2015, por medio del cual se adoptó el manual de 
señalización vial. 
 
Con lo anterior, damos cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 1077 del Código 
de Comercio. Toda vez que en el presente asunto si bien está siendo debatidos en 
sede judicial (proceso de Reparación Directa identificado con el No. 2020 – 00127) 
no se ha determinado responsabilidad que sea atribuible a la ejecución de la obra 
contenida en el contrato 096 de 21 de marzo de 2018, en la cual se desempeñaba 
como contratista el ingeniero CARLOS HERNANDO MONCAYO. De lo cual ha de 
tenerse en cuenta lo siguiente:   
 

“Artículo 1077. Corresponde al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así 
como la cuantía de la pérdida, si fuere del caso. 
El asegurador deberá demostrar los hechos o circunstancias excluyentes de su 
responsabilidad.” 
 
Del anterior texto normativo se infiere que, en todo tipo de seguros, incluido el de 
cumplimiento, cuando el asegurado quiera hacer efectiva la garantía deberá demostrar 
la ocurrencia del siniestro y de ser necesario también deberá demostrar la cuantía de 
la pérdida. 
(…) 
 
En otros casos y específicamente tratándose de los seguros de daño y por ende en los 
seguros de cumplimiento, en cuanto éstos constituyen una especie de aquellos, es 
indispensable no solo demostrar la ocurrencia del siniestro sino determinar la cuantía 
del perjuicio ocasionado en el patrimonio del acreedor, elemento que es de su esencia 
para proceder a la indemnización, puesto que como quedó establecido, en los seguros 
de daño, no basta que haya ocurrido el siniestro sino que éste debe necesariamente 
haber causado un perjuicio al patrimonio, puesto que si no es así no se habrá producido 
daño alguno y en consecuencia no habría lugar a la correspondiente indemnización. 
(…) 
 
La situación se torna diferente en tratándose de garantías de cumplimiento constituidas 
en favor de entidades públicas para garantizar el cumplimiento de las  obligaciones 
contraídas por el contratista, así que el citado artículo 1077 no es de aplicación estricta, 
puesto que no es ante la compañía aseguradora que el asegurado o beneficiario de la 
póliza -entidad estatal- discute la existencia del siniestro y el monto del perjuicio o daño 
causado, tal como quedó ampliamente expuesto en el acápite anterior, sino que la 
entidad pública asegurada a términos del artículo 68, numerales 4º) y 5º) del C.C.A., 
tiene la potestad de declarar unilateralmente la existencia de la obligación derivada del 
contrato de seguro, declaratoria que necesariamente involucra o versa sobre la 
ocurrencia del siniestro y la cuantía del daño, ya que de lo contrario no surge la 
obligación a cargo de la aseguradora, pues como ya se anotó, para que ello ocurra, 
según lo dispone el artículo 1077 del C. de Co, deberá establecerse la ocurrencia del 
siniestro y la cuantía del daño, en tratándose de seguros de daños. 
(…) 
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Es decir que la entidad pública asegurada, tiene la potestad de declarar 
unilateralmente la ocurrencia del siniestro mediante acto administrativo en el 
cual, conforme a la norma en cita, deberá determinarse la cuantía del daño 
causado, al margen, incluso, de que la compañía de seguros no comparta su decisión, 
inconformidad que puede hacer manifiesta mediante los recursos previstos en la ley y 
posteriormente, si es del caso, por vía judicial. 
(…) 
 
Con esta lógica resulta claro que la Administración está investida de facultad para 
declarar directamente el siniestro ocurrido en relación con la ejecución del contrato 
estatal celebrado y hacer efectiva la garantía constituida a su favor, mediante la 
expedición de un acto administrativo, el cual deberá contener los fundamentos fácticos 
y probatorios del siniestro y el monto o cuantía de la indemnización; acto que una vez 
ejecutoriado permitirá exigir a la compañía aseguradora el pago de dicha 
indemnización, así lo ha dispuesto la ley, decisión que está sujeta al control de 
legalidad, tanto por vía gubernativa como por vía jurisdiccional.(...)»2 
 

En razón a lo antes expuesto, es claro que el ente territorial desconoció el debido 
proceso, en cuanto decidió hacer efectiva el amparo contenido en la “PÓLIZA DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL No. 41-40-101032240”; sin 
efectuar verificación previa alguna para obtener certeza sobre la existencia del 
presunto daño causado al señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LÓPEZ q.e.p.d. 
y de la cuantía del mismo. 
 
Así entonces, tratándose de pólizas de cumplimiento de entidades estatales, la 
declaratoria de siniestro se debe hacer mediante acto administrativo, con 
fundamento en pruebas con el fin de demostrar el siniestro y su cuantía como lo 
estipula el artículo 1077 del Código de Comercio, de tal suerte que si “(…) el acto 
administrativo no se apoya en esas pruebas, no sólo carece de fundamento legal 
la declaración de siniestro, sino que lo afecta de nulidad por falsa motivación”. 
Estimamos que el ente territorial no puedo constituir el sustento probatorio del 
siniestro y de su cuantía con la sola reclamación unilateral presentada por los 
familiares de la víctima. 
 
Frente al particular cabe resaltar que el Municipio de Cuaspud Carlosama con 
referencia a la cuantificación del daño lo toma de los perjuicios morales presuntos 
que adujo la parte demandante en la solicitud de conciliación prejudicial para 
asuntos administrativos, en caso de una eventual demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho por los hechos ocurridos en la fecha de 10 de 
diciembre de 2018. 
 
Es de anotar que ninguna autoridad judicial o administrativa del Municipio ha 
realizado algún tipo de investigación que permita concluir en qué circunstancias 
ocurrió la muerte del señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LÓPEZ q.e.p.d.  
En razón a lo anterior, se observa que el Municipio de Cuaspud Carloama, con el 
fin de declarar el siniestro, tomó los valores contenidos en la solicitud de conciliación 
prejudicial allegada a la Procuraduría Judicial así:  
 

Que mediante auto de fecha dieciocho (18) de agosto de dos mil veinte (2020) y 
radicado no. 2584-20 del 05 de agosto de 2020, la Procuraduría 95 Judicial I 
delegada en asuntos administrativos de la Procuraduría General de la Nación, 
informa al municipio de Cuaspud - Carlosama que, los señores MARIA CRISTINA 
LÓPEZ (Madre) identificada con cédula de ciudadanía No. 27.227.440 de 

 
2 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia 063 de 24 de mayo de 2000 de 2000, Exp. 
5439, M.P. Manuel Ardila Velásquez.   
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Cuaspud (N), LUCY MARICELA TARAPUES LÓPEZ (Hermana), identificada con 
cédula de ciudadanía No. 1.085.914.234 de Ipiales (N), MARIA ELENA LÓPEZ 
(Abuela), identificada con cédula de ciudadanía No. 27.172.730 de Cumbal (N), 
JENNY NOHEMI RIVERA LÓPEZ (Tía Materna), identificada con cédula de 
ciudadanía no. 27.227.637 de Cuaspud (N), SANDRA MARILI CANACUAN 
LÓPEZ (Tía Materna), identificada con cédula de ciudadanía no. 27.227.804 de 
Cuaspud (N), WUILMER ORLANDO AYALA LÓPEZ (Tío Materno), identificado 
con cédula de ciudadanía no. 98.353.272 de Cuaspud (N), han convocado al 
municipio a conciliación prejudicial en orden a prevenir la presentación de una 
demanda de reparación directa por los daños y perjuicios sufridos por la muerte 
del señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LÓPEZ, cuyas pretensiones 
ascienden a la suma de doscientos sesenta y siete millones setecientos 
veintinueve mil novecientos quince mil pesos ($267.729.915). (folio 2 de la 
Resolución No.  172 de 30 de septiembre de 2020). (Subrayado y negrilla fuera 
de texto). 
 

Como ya mencionamos líneas atrás, este valor es un supuesto que se ha de elevar 
ante las autoridades jurisdiccionales el cual debe probarse y demostrarse y no se 
puede tener en cuenta con una mera afirmación de aflicción y dolor frente a los 
hechos ocurridos, a los cuales se les asigno un valor, sin querer desconocer el dolor 
que causa la pérdida de un ser querido, un familiar. Por tal razón estos valores se 
determinaron para la demanda de Reparación Directa que fue sometida ante la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa. Ahora bien, este valor tampoco ha sido 
demostrado en una contienda administrativa a fin de que se ha debatido o por lo 
menos saber cómo se llegó a la cuantificación de este valor.  
 
Pues en el presente caso, se presenta una grave violación al debido proceso ya que 
exigía la práctica de pruebas técnicas forenses, de laboratorio, judiciales, 
testimoniales, y una serie de pruebas que permitan inferir la ocurrencia de los 
hechos, cualificación y cuantificación de las irregularidades y daños sufridos, así 
como la determinación de responsabilidades para establecer a quien se atribuye 
esta situación, o si obedecen a causas externas o posiblemente tuvo lugar el estado 
en el que se encontraba el señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LÓPEZ, y que 
tuvo como consecuencia el fatal deceso.  
 
Una vez, analizado el caso concreto, tenemos que sumado a lo anterior y en 
concordancia con el artículo 29 de la Constitución Política de 1991, que estatuye el 
derecho fundamental del debido proceso y derecho de defensa en todas las 
actuaciones judiciales y administrativas, justamente la ley 1437 de 2011 – Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – dispuso unas 
reglas y procedimiento claro en materia de las actuaciones administrativas, y me 
permito citar de manera literal los artículos 34, 35, 36,37,40, 42, 43 y 44 de la norma 
en mención.  
 

“ARTÍCULO 34. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN Y PRINCIPAL. Las 
actuaciones administrativas se sujetarán al procedimiento administrativo común y 
principal que se establece en este Código, sin perjuicio de los procedimientos 
administrativos regulados por leyes especiales. En lo no previsto en dichas leyes se 
aplicarán las disposiciones de esta Parte Primera del Código. 
 
ARTÍCULO 35. TRÁMITE DE LA ACTUACIÓN Y AUDIENCIAS. Los procedimientos 
administrativos se adelantarán por escrito, verbalmente, o por medios electrónicos de 
conformidad con lo dispuesto en este Código o la ley. 
 
Cuando las autoridades procedan de oficio, los procedimientos administrativos 
únicamente podrán iniciarse mediante escrito, y por medio electrónico sólo cuando lo 
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autoricen este Código o la ley, debiendo informar de la iniciación de la actuación al 
interesado para el ejercicio del derecho de defensa. 
 
Las autoridades podrán decretar la práctica de audiencias en el curso de las 
actuaciones con el objeto de promover la participación ciudadana, asegurar el derecho 
de contradicción, o contribuir a la pronta adopción de decisiones. De toda audiencia se 
dejará constancia de lo acontecido en ella. 
 
ARTÍCULO 36. FORMACIÓN Y EXAMEN DE EXPEDIENTES. Los documentos y 
diligencias relacionados con una misma actuación se organizarán en un solo 
expediente, al cual se acumularán, con el fin de evitar decisiones contradictorias, de 
oficio o a petición de interesado, cualesquiera otros que se tramiten ante la misma 
autoridad. 
 
Si las actuaciones se tramitaren ante distintas autoridades, la acumulación se hará en 
la entidad u organismo donde se realizó la primera actuación. Si alguna de ellas se 
opone a la acumulación, podrá acudirse, sin más trámite, al mecanismo de definición 
de competencias administrativas. 
 
Con los documentos que por mandato de la Constitución Política o de la ley tengan el 
carácter de reservados y obren dentro de un expediente, se hará cuaderno separado. 
Cualquier persona tendrá derecho a examinar los expedientes en el estado en que se 
encuentren, salvo los documentos o cuadernos sujetos a reserva y a obtener copias y 
certificaciones sobre los mismos, las cuales se entregarán en los plazos señalados en 
el artículo 14.  
 
ARTÍCULO 37. DEBER DE COMUNICAR LAS ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS A 
TERCEROS. Cuando en una actuación administrativa de contenido particular y 
concreto la autoridad advierta que terceras personas puedan resultar directamente 
afectadas por la decisión, les comunicará la existencia de la actuación, el objeto de la 
misma y el nombre del peticionario, si los hubiere, para que puedan constituirse como 
parte y hacer valer sus derechos. 
 
La comunicación se remitirá a la dirección o correo electrónico que se conozca si no 
hay otro medio más eficaz. De no ser posible dicha comunicación, o tratándose de 
terceros indeterminados, la información se divulgará a través de un medio masivo de 
comunicación nacional o local, según el caso, o a través de cualquier otro mecanismo 
eficaz, habida cuenta de las condiciones de los posibles interesados. De tales 
actuaciones se dejará constancia escrita en el expediente. 
 
ARTÍCULO 40. PRUEBAS. Durante la actuación administrativa y hasta antes de que 
se profiera la decisión de fondo se podrán aportar, pedir y practicar pruebas de oficio o 
a petición del interesado sin requisitos especiales. Contra el acto que decida la solicitud 
de pruebas no proceden recursos. El interesado contará con la oportunidad de 
controvertir las pruebas aportadas o practicadas dentro de la actuación, antes de que 
se dicte una decisión de fondo. 
 
Los gastos que ocasione la práctica de pruebas correrán por cuenta de quien las pidió. 
Si son varios los interesados, los gastos se distribuirán en cuotas iguales. 
Serán admisibles todos los medios de prueba señalados en el Código de Procedimiento 
Civil. 
 
ARTÍCULO 42. CONTENIDO DE LA DECISIÓN. Habiéndose dado oportunidad a los 
interesados para expresar sus opiniones, y con base en las pruebas e informes 
disponibles, se tomará la decisión, que será motivada. 
 
La decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas 
dentro de la actuación por el peticionario y por los terceros reconocidos. 
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ARTÍCULO 43. ACTOS DEFINITIVOS. Son actos definitivos los que decidan directa o 
indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación. 
 
ARTÍCULO 44. DECISIONES DISCRECIONALES. En la medida en que el contenido 
de una decisión de carácter general o particular sea discrecional, debe ser adecuada a 
los fines de la norma que la autoriza, y proporcional a los hechos que le sirven de 
causa”. (Subraya y negrilla fuera de texto)  

 

En el presente asunto, mediante el cual se declara el siniestro por un presunto 
accidente de tránsito relacionada con el objeto del contrato No 096 de fecha 21 de 
marzo de 2018, la administración municipal de Cuaspud – Carlosama, desconoce 
por completo lo regulado en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, pues de ninguna manera se le comunicó a mi 
poderdante de la iniciación de una actuación administrativa la cual tuviese como 
objeto determinar la ocurrencia de un siniestro, y por obvia razones, tampoco se le 
permitió ejercer el derecho de defensa, violándose de manera flagrante el derecho 
fundamental del debido proceso. Ahora, si nunca se le comunicó la iniciación de la 
actuación administrativa, tampoco pudo aportar las pruebas que fundamentaran su 
derecho de defensa. 
 
Mi poderdante solo viene a conocer la decisión administrativa por medio de la cual 
se declara un siniestro relacionada con el objeto del contrato No 096 de fecha 21 de 
marzo de 2018, cuando la administración municipal de Cuaspud- Carlosama le 
notifica el acto administrativo demandado, pues la decisión se toma de manera 
arbitraria e  inconsulta, ya que no se garantizó el debido proceso ni el derecho de 
defensa, y la decisión tomada carece en absoluto de una actuación administrativa, 
ya que se llegó a declarar un siniestro, sin fundamentos, ni pruebas, y lo peor, 
desconociendo el debido proceso, a pesar de que el día 07  y el 14 de septiembre 
del año 2021 respectivamente, se le requirió por parte de la administración para 
realizar una informe pormenorizado de los hechos, en los cuales fueron contestados 
de acuerdo a lo que le constaba, sin que en aquellos requerimientos se mencione 
el inicio de un proceso administrativo para investigar las circunstancias de tiempo 
modo y lugar en las que ocurrió el deceso del señor WEYMAR MAURICIO 
TARAPUEZ LÓPEZ.  
 
Nótese como el artículo 40 de la ley 1437 de 2011, dispone que durante la actuación 
administrativa y hasta antes de que se profiera la decisión de fondo se podrán 
aportar, pedir y practicar pruebas de oficio o a petición del interesado sin requisitos 
especiales, pero como en el presente asunto no se aperturó un expediente ni se 
comunicó la decisión de iniciar una actuación administrativa, le fue imposible a mi 
poderdante aportar pruebas y ejercer su derecho de defensa. En concordancia con 
lo establecido en el artículo 40, el articulo 42 ibidem prescribe que con base en las 
pruebas aportadas y los fundamentos de los intervinientes se tomará la decisión, la 
cual debe ser motivada.  
  
En el asunto en mención, la alcaldía municipal de Cuaspud – Carlosama, toma la 
decisión con base en criterios superficiales, inconsultos y no probados, pues en uno 
de sus considerandos da por sentado que el señor WEYMAR MAURICIO 
TARAPUEZ LÓPEZ, falleció en un accidente de tránsito, cuando no hay documento 
alguno que pruebe al menos de manera sumaria que fue por accidente de tránsito, 
ni siquiera la entidad territorial hace mención o referencia a ello, solo se limita a 
decir, no a probar, que falleció por accidente de tránsito.  
 
Ahora, y los más grave es que la administración municipal de Cuaspud – Carlosama, 
determina que en los hechos objeto contenidos en el acto administrativo objeto de 
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demanda, sucedió un accidente de tránsito y, por tanto, se decretó la ocurrencia de 
un siniestro sin haber probado que efectivamente ocurrió dicho accidente, 
perjudicando los intereses de mi poderdante. Es inadmisible que se pretenda tomar 
una determinación de esa naturaleza, violando el derecho fundamental del debido 
proceso y por ende del derecho de defensa, con motivaciones superfluas e 
inexistentes, que como lo indique en párrafos anteriores, constituye una decisión 
arbitraria.  
 
Cabe reiterar, que el acto administrativo resolución No 172 de fecha 30 de 
septiembre de 2020, por medio del cual se declara la ocurrencia de un siniestro de 
un accidente de tránsito relacionado con la obra civil del contrato No 096 del 21 de 
marzo de 2018, suscrito por el municipio citado y mi poderdante señor CARLOS 
HERNANDO MONCAYO, carece de pruebas contundentes, esenciales y cuya 
formalidad es necesaria para la decisión que en derecho corresponda. 
 
Haciendo un estudio pormenorizado del contenido del acto administrativo, se 
fundamenta que el día diez (10) diciembre de 2018, en horas de la madrugada 
falleció el señor WEYMAR MAURICIO TARAPUEZ LÓPEZ como consecuencia de 
un accidente de tránsito que sufrió, cuando se movilizaba en una moto de placas 
VAB-30C sobre vía pública del Barrio San Bernardo del Municipio de Cuaspud – 
Carlosama. El acto administrativo no se anexo en su momento el registro civil de 
defunción que pruebe el hecho sucedido. 
 
No se aportó acto o documento alguno que indique o infiera que el señor WEYMAR 
MAURICIO TARAPUEZ LÓPEZ, falleció como consecuencia de un accidente de 
tránsito que sufrió cuando se movilizaba en una moto de placas VAB-30C sobre vía 
pública del Barrio San Bernardo del Municipio de Cuaspud – Carlosama, pues no 
se cuenta con un croquis o acta proferido por autoridad competente en el cual se 
describa los hechos acaecidos en fecha 10 de diciembre de 2018. La administración 
municipal de Cuaspud – Carlosama toma decisiones en meras conjeturas, no en 
evidencias ni pruebas contundentes, y ello constituye una arbitrariedad.   
 
Entonces, no existieron pruebas que demuestren que ocurrió un siniestro por causa 
de la muerte del señor WEYMAR MAURICIO TARAPUEZ LÓPEZ, pues no se 
aportó el registro civil de defunción, y lo fundamental es que no se probó en debida 
forma que el fallecimiento se dio por un accidente de tránsito, ya que no hay pruebas 
que demuestre tal hecho, solo meras suposiciones o conjeturas, y por ende no es 
de recibo declarar un siniestro, que perjudica mis intereses y derechos.  
 
En razón a lo antes expuesto, nos hacemos un interrogante. ¿En qué se fundamentó 
la alcaldía municipal de Cuaspud – Carlosama para declarar un siniestro mediante 
el acto administrativo? Y la respuesta es clara y palmaria, en meras conjeturas, pues 
no hay evidencias contundentes y esenciales que demuestren la ocurrencia del 
siniestro, pues la declaración de un siniestro, desde el punto de vista legal, debe 
contener hechos ciertos y demostrables, los cuales en el presente asunto brillan por 
su ausencia, y, por tanto, constituye una decisión arbitraria e inconsulta.  
 
Al momento de notificar y enviar copia de dicho Acto Administrativo, la 
administración municipal tampoco indicó ni se allegó documentos de las 
características del vehículo automotor tipo motocicleta en el cual presuntamente 
falleció el señor WEYMAR MAURICIO TARAPUEZ LÓPEZ, menos sabemos cuál 
era el estado y la tradición del bien mueble, y si dicho vehículo contaba con tarjeta 
de propiedad, quien conducía, si tenía licencia de conducción para probar que 
legalmente estaba autorizado para conducir ese tipo de vehículos, y si ese vehículo 
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contaba con el seguro obligatorio de accidentes SOAT, y así determinar y decidir si 
podía transitar por calles y carreteras.  
 
Tampoco la administración municipal de Cuaspud – Carlosama, se detuvo a analizar 
circunstancias que deben ser objeto de verificación para tomar eses tipo de 
determinaciones, como lo es la declaración de un siniestro, y es observar y probar 
si quien conduce un vehículo automotor se encontraba en plenitud de sus 
condiciones.  
 
Desde el punto de vista probatorio, no hay ni hubo razones de derecho para declarar 
un siniestro en el acto administrativo recurrido, pues de ninguna manera se ha 
demostrado la ocurrencia de un siniestro que devenga de la obra pública contrato 
No 096 de fecha 21 de marzo de 2018, y de acuerdo con el principio de legalidad 
imperante en Colombia, para tomar decisiones debe ser con pruebas concretas y 
reales, para así respetar otro de los principios que emanan de la Carta política de 
1991, como es el de la seguridad jurídica, por ser Colombia un Estado social de 
derecho. 
 
Finalmente, a las decisiones de la parte resolutiva del acto administrativo que 
declaró el siniestro, me opongo de manera integral, toda vez que el acto 
administrativo resolución No 172 de fecha 30 de septiembre de 2020 proferida por 
la alcaldía municipal de Cuaspud – Carlosama, no se anexan las pruebas en las 
cuales se fundamenta la decisión tomada.  
 
IV. POSICIÓN FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

Coadyuvo todas y cada una de las pretensiones solicitadas en el libelo de la 
demanda, por tener fundamentos de hechos y de derecho y, en consecuencia, 
solicito respetuosamente, que se declare la nulidad de la Resolución No. 172 del 30 
de septiembre del 2020 “POR MEDIO DEL CUAL SE DECLARA LA OCURRENCIA 
DE UN SINIESTRO A CONSECUENCIA DE UN ACCIDENTE DE TRANSITO 
RELACIONADO CON LA OBRA CIVIL OBJETO DEL CONTRATO No. 096 DEL 
2018 Y SE HACE EFECTIVA LA PÓLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL NO. 41-40-101032240”, y todo lo que afecte 
negativamente a mi representado, además pido que se declaren probadas las 
excepciones que de oficio declare su despacho. 
 
V. SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO OFICIOSO DE EXCEPCIONES 
 
Solicito en forma atenta, y en el evento que de los hechos probados resulten 
excepciones de fondo no alegadas en la presente contestación, declaranos como 
tal al momento de proferir sentencia de primera instancia. Ello en atención a lo 
consagrado por el artículo 282 del C. G. del P.3 
 
VI. MEDIOS DE PRUEBA. 

 
Como pruebas desde ahora me permito solicitar se decreten, practiquen y tengan 
en cuenta en favor de la parte que represento, al fallar el presente negocio, las 
siguientes: 
 

1. DOCUMENTALES. 
 

3 En cualquier tipo de proceso, cuando juez halle probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla 
oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la 
contestación de la demanda (...)". 
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Sírvase señora Magistrada tener como prueba documental las siguientes: 
 

1. Copia del contrato de obra No. 096 del 21 de marzo de 2018, cuyo objeto era 
“MEJORAMIENTO EN PLACA HUELLA DE LA VÍA CARLOSAMA- CARCHI- 
CUATRO ESQUINAS- HACIA EL MUNICIPIO DE CUMBAL – 

DEPARATAMENTO DE NARIÑO”. 
 

2. Copia Informe Pericial de Necropsia Médico Legal No. 02 – 2018 emitido por 
el Dr. Víctor Guanga, debidamente firmado y con registro médico. 
 

3. Resolución No. 224 del 31 de diciembre del 2020, por medio de la cual se 
resolvió el recurso de reposición interpuesto contra el acto administrativo que 
declaró el siniestro e hizo efectiva una póliza. 
 

Objeto de la prueba: demostrar las circunstancias de modo, tiempo y lugar de la 
ocurrencia de los hechos, del presente escrito de contestación de demanda, con el 
fin de poder coadyuvar la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
interpuesta por SEGUROS DEL ESTADO. 
 

VII. ANEXOS:  
 

1. Poder debidamente conferido a la suscrita y con la respectiva presentación 
personal, para actuar en el presente proceso.  
 

VIII. NOTIFICACIÓNES: 
 

Me notificaré en la secretaría de su despacho o en mi oficina profesional ubicada en la 
Carrera 24 No. 19- 33  Oficina 304 – Edificio Pasto Plaza de la ciudad de Pasto (N), celulares: 

3017889633 - 3218354451, correos electrónicos: albalucybastidas@hotmail.com 
 
 

La de mi poderdante: Para cualquier notificación por favor enviarla a la dirección Cra 
26 Calle 15 -26 – Cuarto Piso - Pasto o al correo electrónico: 
carmoncayo71@hotmailcom, celular: 3127943867.  
 
 
Atentamente,  

 
De la H. Magistrada. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 

 
ALBA LUCY BASTIDAS CHALAPUD 
T. P. No. 207.237 del Consejo Superior de la Judicatura. 
Celular No.: 3017889633 
Correo Electrónico: albalucybastidas@hotmail.com 
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CONTESTACIÓN DE DEMANDA 2021 – 00 282-00

Alba Lucy Bastidas Chalapud <albalucybastidas@hotmail.com>
Jue 27/01/2022 3:36 PM

Para:  contactenos@segurosdelestado.com <contactenos@segurosdelestado.com>;
juridico@segurosdelestado.com <juridico@segurosdelestado.com>; danielagalviso1990@gmail.com
<danielagalviso1990@gmail.com>; notificacionjudicial@cuaspud-narino.gov.co
<notificacionjudicial@cuaspud-narino.gov.co>; alcaldia@cuaspud-narino.gov.co <alcaldia@cuaspud-
narino.gov.co>; contactenos@cuaspud-narino.gov.co <contactenos@cuaspud-narino.gov.co>
Proceso No: 2021 – 00 282-00 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Seguros del Estado S.A.  
Demandado: Municipio de Cuaspud Carlosama y Otro  
Tercero Con Interés en el proceso: Carlos Hernando Moncayo Chamorro 
 
Ref: Contestación de Demanda.  
 
ALBA LUCY BASTIDAS CHALAPUD mayor de edad, con vecindad en el municipio de Pasto
(N), identificada con la C. C. No. 27’221.141 expedida en Guaitarilla (N), Abogada en ejercicio,
portadora de la Tarjeta Profesional No. 207.237 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando
de conformidad con el mandato conferido por el señor CARLOS HERNANDO MONCAYO
CHAMORRO, me permito reenviar la contestación de la demanda en el proceso de la
referencia, este se realiza a estas direcciones electrónicas teniendo en cuenta que la dirección;
contactenos@segurosdelestado.com, juridico@segurosdelestado.com;
danielagalviso1990@gmail.com;   notificacionjudicial@cuaspud-narino.gov.co,
alcaldia@cuaspud-narino.gov.co; contactenos@cuaspud-narino.gov.co, lo anterior en
cumplimiento de lo dispuesto en el Decreto 806 de 2020 para los fines legales pertinentes.   

mailto:contactenos@segurosdelestado.com
mailto:juridico@segurosdelestado.com
mailto:danielagalviso1990@gmail.com
mailto:notificacionjudicial@cuaspud-narino.gov.co
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mailto:contactenos@cuaspud-narino.gov.co


2021-282 Contestacion demanda MUNICIPIO CUASPUD CARLOSAMA

Asesoria Externa PEÑARANDA MENDEZ <Asesoriaexterna@hotmail.com>
Vie 4/02/2022 11:49 AM

Para:  Despacho 03 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto <des03tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>; EUCLIDES CAMARGO GARZÓN
<juridico@segurosdelestado.com>; danielagalviso1990@gmail.com <danielagalviso1990@gmail.com>; Soporte Técnico
<notificacionjudicial@cuaspud-narino.gov.co>; Pao Chaves <pao-0807@hotmail.com>

Doctora
SANDRA LUCIA OJEDFA INSUASTY 
H. Magistrada Tribunal Administrativo de Nariño 
Pasto.

M. DE CONTROL  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
NUMERO  520012333000-2021-00282-00 
DEMANDANTE   SEGUROS DEL ESTADO S.A.  
DEMANDADO MUNICIPIO DE CUASPUD CARLOSAMA   
ACTUACIÓN  CONTESTACION DE DEMANDA 

  
   

JAVIER ALBERTO PEÑARANDA M.,  identificado con cédula de ciudadanía No.  12.973.739
expedida en Pasto, abogado en ejercicio, con Tarjeta Profesional Nro. 37.231 del C.S. de la
J., en mi calidad de apoderado del MUNICIPIO DE CUASPUD- CARLOSAMA, por el presente
remito  CONTESTACION  DE  LA  DEMANDA.  Para  tal  efecto,  se  adjunta  el  escrito  en  los
siguientes folios:  
 
CONTESTACION DEMANDA.           Folio 1 a 24 
PODER Y CREDENCIALES.                Folio 25 a 32 
PRUEBA 1.                                          Folio 33 a 35 
PRUEBA 2.                                          Folio 36 a 44 
PRUEBA 3.                                          Folio 45 a 56 
PRUEBA 4.                                          Folio 57 a 58 
PREUEBA 5.                                        Folio 59 a 60 
PRUEBA 6.                                          Folio 61 a 66 
PRUEBA 7.                                          Folio 67 a 86 
PRUEBA 8.                                          Folio 87 a 112 
PRUEBA 9                                           Folio 113 a 117 
PRUEBA 10                                         Folio 118 a 137

En formato PDF, y dentro del horario establecido por el despacho.
 

Cordialmente, 
 
JAVIER ALBERTO PEÑARANDA M. 
C.C. Nro. 12.973.739 de Pasto 
T.P. 37.231 del C. S. de la J. 
Celular 3137517515 

Firefox https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGZjNDJjYjY4LWQx...

1 de 2 4/02/2022, 1:38 p. m.



Correo electrónico   asesoriaexterna@hotmail.com
Telefax  602- 7295868 
FAVOR ACUSAR RECIBIDO 

Peñaranda Méndez
Abogados

CONFIDENCIALIDAD: La información contenida en este mensaje y/o archivo(s) adjunto(s) es

confidencial/privilegiada y está destinada a ser leída sólo por la(s) persona(s) a la(s)

que va dirigida. Si usted lee este mensaje y no es el destinatario señalado, el empleado o

el agente responsable de entregar el mensaje al destinatario, o ha recibido esta

comunicación por error, le informamos que está totalmente prohibida, y puede ser ilegal,

cualquier divulgación, distribución o reproducción de esta comunicación, y le rogamos que

nos lo notifique inmediatamente y nos devuelva el mensaje original a la dirección arriba

mencionada. Gracias. Virus: Aunque hemos tomado las medidas para asegurarnos que este

correo electrónico y sus ficheros adjuntos están libres de virus, le recomendamos que a

efectos de mantener buenas prácticas de seguridad, el receptor debe asegurarse que este

correo y sus ficheros adjuntos están libres de virus.

Firefox https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGZjNDJjYjY4LWQx...

2 de 2 4/02/2022, 1:38 p. m.
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JAVIER ALBERTO PEÑARANDA M. 
Abogado 
_____________________________ 
 

Carrera 25 Nro. 15-62 Oficina 216 
Edificio El Zaguán del Lago 

Teléfono 7295868 
asesoriaexterna@hotmail.com 

Pasto - Nariño 

 

 

Doctora 

SANDRA LUCÍA OJEDA INSUASTY 

Magistrada Tribunal Administrativo de Nariño 

Pasto. 

 

 

Asunto: Proceso 52001-23-33--000-2021-00282-00 

                Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del derecho 

               Demandante: Seguros del Estado S.A. 

                Demandado: Municipio de Cuaspud - Carlosama 

                     Contestación de la demanda 

 

 

 

JAVIER ALBERTO PEÑARANDA MÉNDEZ, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 12.973.739 de Pasto (N), abogado en ejercicio, portador 

de la Tarjeta Profesional número 37.231 del C. S. de la J., en nombre y 

representación del MUNICIPIO DE CUASPUD – CARLOSAMA, en virtud del 

poder especial conferido, el cual anexo al presente, me permito contestar 

la demanda incoada contra este, en los siguientes términos: 

 

 

EXPOSICIÓN SOBRE LOS HECHOS Y OMISIONES DE LA DEMANDA 

 

Los contesto de la siguiente manera: 

 

A los hechos 1 a 8: Es cierto. 

 

Al hecho 9: Es parcialmente cierto.  En ningún momento y de manera alguna 

la administración municipal cercenó derecho alguno de la aseguradora 

para que ejerciera su derecho de defensa y contradicción. Tanto es así que 

la resolución objeto de demanda se notificó debidamente, dando 

oportunidad a la parte demandante para que presente recurso de 

reposición contra la resolución 172 del 30 de septiembre de 2020 emanada 

de la alcaldía municipal de Cuaspud – Carlosama, en los términos previstos 

en el artículo 76 de la ley 1437 de 2011 (C.P.A.C.A.). 

 

A los hechos 10 a 14:  Es cierto. 
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SOBRE LAS PRETENSIONES Y CONDENAS DE LA DEMANDA 

 

A las PRETENSIONES, nos oponemos en su integridad por ausencia de 

violación de las normas citadas como violadas, expedición irregular del acto 

por falta de competencia, violación del debido proceso, falsa motivación, 

inexistencia de perjuicio indemnizable a la luz del contrato de seguro 

contenido en la póliza, enriquecimiento sin causa, existencia de una causal 

de exoneración de responsabilidad, falta de requisitos para reclamar la 

ocurrencia del siniestro, violación de norma superior e infracción de las 

normas en que debía fundarse,  como demostraremos probatoriamente a 

lo largo del proceso.  

 

 

RAZONES DE LA DEFENSA 

 

1.  En el asunto presente no se vislumbra la violación de las normas 

constitucionales y legales que indica el actor, en efecto los actos 

administrativos acusados, en ningún momento y de manera alguna violan 

el conjunto normativo tanto constitucional y legal. 

 

Téngase presente que todo se orienta a la decisión de la administración 

municipal de declarar la ocurrencia del siniestro como consecuencia de un 

accidente de tránsito que produjo la muerte de un ciudadano y el traslado 

de la petición de conciliación prejudicial, notificación y traslado de la 

demanda por parte de los familiares de la persona fallecida en dicho 

accidente. 

 

Falta a la verdad el actor cuando afirma que los actos administrativos 

enjuiciados (decreto 3703 del 8 de agosto de 2016) emanados del 

despacho del señor alcalde municipal se hicieron con falta de competencia 

o con falsa motivación. La declaratoria de ocurrencia del siniestro por medio 

de acto administrativo está reconocida como una actuación legítima y 

legal por el mismo Consejo de Estado. 

 

En ese orden, en sentencia del 21 de noviembre de 2021, la Sección Tercera 

del Consejo de Estado, meridianamente expuso: 

 
“Se entiende formalizado el reclamo a la aseguradora, de acuerdo 

con el artículo 1080 del Código de Comercio modificado por el 

artículo 83 de la Ley 45 de 1990, quien pagará el valor del siniestro 

así: 
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5.1. Para el caso del numeral 4.1 anterior, dentro del mes siguiente a 

la comunicación escrita que haga la entidad estatal contratante, 

acompañada de la copia auténtica del acto administrativo 

correspondiente ejecutoriado. 

 

5.2. Para el caso previsto en el numeral 4.2. de la condición anterior, 

dentro del mes siguiente a la comunicación escrita que con tal fin 

haga la entidad estatal contratante, acompañada de una copia 

auténtica del acto administrativo correspondiente ejecutoriado y 

del acta de liquidación final del contrato. 

 

5.3. Para el caso previsto en el numeral 4.3 de la condición anterior, 

dentro del mes siguiente a la comunicación escrita que con tal fin 

haga la entidad estatal contratante, acompañado de una copia 

auténtica del acto administrativo correspondiente ejecutoriado 

que declare la ocurrencia del siniestro. 

 

Parágrafo: en todos los eventos de siniestro descritos en los 

numerales 4 y 5 la aseguradora con fundamento en el artículo 1110 

del Código de Comercio podrá optar por cumplir se prestación 

continuando la ejecución del contrato, si en ello consiente la 

entidad estatal contratante.” (fl. 173 y 174 cdno. ppal. - negrillas y 

mayúsculas sostenidas del texto original y subrayado de la Sala). 

 

Acerca de la forma de reclamar el siniestro es cierto, como lo 

expuso EPM en su apelación, que en la respectiva póliza se indicó 

que el siniestro se entendería “causado” a través de resolución de 

la entidad estatal contratante en la que declarara la “realización 

del riesgo que ampara esta póliza”. 

 

En esa medida, el beneficiario puede acceder a la indemnización 

objeto del seguro cuando se produce el siniestro, es decir, cuando 

se hace efectivo el riesgo amparado por la póliza y el artículo 1075 

del Código de Comercio establece que el beneficiario está 

obligado a dar noticia al asegurador de la ocurrencia del siniestro, 

así como la cuantía de la pérdida si fuere el caso (artículo 1077 del 

C. de Co.). 

 

Así, las resoluciones acusadas formalizaron el reclamo a la 

aseguradora para el correspondiente pago en los términos del 

artículo 1080[ii] del Código de Comercio, actuación a la que estaba 

obligada la entidad para poder exigir el desembolso del valor 

asegurado, en otras palabras, el pago se condicionó a la existencia 

de una resolución. 
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Las cláusulas de la póliza no pueden ser entendidas para sostener 

una falta de competencia, dado que, EPM respetó las reglas de 

reclamación previstas en la garantía e informó de ello a la 

aseguradora con la declaración del siniestro para efectos de buscar 

el pago de la póliza todo ello en el marco de las normas aplicables 

a la actividad aseguradora que le permiten a la entidad 

beneficiaria de la garantía hacer valer las causales expresamente 

amparadas por la póliza ante la respectiva aseguradora. 

 

Las partes del contrato de seguro consintieron desde un principio la 

forma de reclamación y, en especial, la aseguradora aceptó asumir 

el riesgo amparado y que este le fuera puesto de presente con una 

resolución, sin que ahora pueda venir en contra de sus propios actos 

pues, de ser así no sería posible hacer efectivo el pago estipulado 

en el seguro, máxime cuando las estipulaciones del contrato de 

seguro son objeto de vigilancia por parte de la Superintendencia 

Financiera de Colombia (artículo 100 del Estatuto Orgánico del 

Sistema Financiero) lo que les otorga obligatoriedad a frente a lo ahí 

estipulado, razón adicional para entender que no era posible 

desatender los previsto en el clausulado de la póliza. 

 

Por lo tanto, la entidad estaba obligada a informar del siniestro a 

través de resolución y por ello mediante la Resolución número 3077 

de 11 de diciembre de 2006 “por medio de la cual se declara la 

realización de un riesgo y se hace efectiva una garantía” EPM 

verificó la ocurrencia del hecho asegurado y ordenó notificar lo 

sucedido a la aseguradora, en los siguientes términos: 

 

“Artículo 1. Declarar la realización del riesgo de calidad y correcto 

funcionamiento de los vehículos objeto del contrato 90321557 

celebrado con la firma Accesorios y Sistemas SA, por las anomalías 

detectadas en la estabilidad y los problemas en el sistema de frenos 

por causas imputables al contratista, tal como se detalló en la parte 

motiva de esta resolución. Tales anomalías y problemas originaron 

perjuicios para las Empresas Públicas de Medellín ESP que 

ascendieron a la suma de setecientos noventa y siete millones 

doscientos treinta y cinco mil trescientos dieciséis pesos 

($797.235.316)”.1 (Subrayado fuera del texto). 

 

 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, sentencia 

del 21 de noviembre de 2021. Radicación: 05001-23-31-000-2008-00467-01 (48896) M.P. Fredy 
Ibarra Martínez. 
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En esas condiciones, la actuación de la administración municipal fue válida 

y legítima y desvirtúa las acusaciones imputadas a los actos de declaratoria, 

tal como se esgrimieron en el libelo de la demanda.  

 

2.  Vale denotar que, en la demanda, el actor sustenta sus afirmaciones 

en infundios y meras lucubraciones, jamás probadas por ningún medio. El 

transito de las actuaciones fue el siguiente: 

 

a.  Ante la ocurrencia del siniestro acaecida en la jurisdicción del 

municipio de Cuaspud – Carlosama, se notificó por parte de la Procuraduría 

Judicial Delegada para Asuntos Administrativos de Pasto, la convocatoria a 

conciliación prejudicial por parte de la abogada Damaris Teresa Pabón 

Ortega en representación de la señora María Cristina López y Otros.  

 

La diligencia de conciliación prejudicial se llevó efectivamente ante el 

Ministerio Público, en la que se ventilaba el reconocimiento de los perjuicios 

materiales y morales sufridos por el núcleo familiar del fallecido Weymar 

Mauricio Tarapues López en cabeza de la señora María Cristina López. 

 

Es en virtud de lo anterior que la administración municipal emite la resolución 

172 del 30 de septiembre de 2020 por la cual se declaró ocurrido el siniestro 

producto del siniestro a través de automotor, resultado del cual murió el 

citado señor Tarapues López (Prueba 1). 

 

b. Ante la resolución prenotada la Compañía Aseguradora Seguros del 

Estado S.A., interpone recurso de reposición contra la resolución 172 de 2020 

de la alcaldía municipal (Prueba 2). 

 

c. Con la resolución 224 del 31 de diciembre de 2020 mi poderdante 

resuelve no reponer el contenido de la resolución 172 de 2020, expresando 

entre otros aspectos: 

 
“1. En los argumentos expuestos por los recurrentes, para ningún 

efecto puede inferirse que hayan justificado la ocurrencia del 

siniestro y la no cobertura de la garantía constituida. Sabido es, que, 

los contratos están sometidos a los acuerdos de voluntad y que la 

contratación que dio lugar a la presente contingencia se efectúo al 

tenor del acuerdo llegado entre el municipio y el contratista. 

 

En este entendimiento, jamás durante la vigencia del contrato se 

solicitó por las partes modificaciones al objeto contractual 

relacionado con las objeciones presentadas o salvedades a la 

garantía única constituida. Por el contrario, todo permite concluir 
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que la garantía única cubrió toda la obra, sin excepciones, y que, 

por dicho concepto, el contratista al firmar el contrato y ejecutar el 

contrato en su integridad se sometió a las condiciones 

contractuales y del pliego de condiciones. 

 

En consecuencia, esgrimir que mediante un oficio o comunicación 

previa debió prevenirse del incumplimiento a la aseguradora no es 

óbice para reconocer que el siniestro de responsabilidad 

extracontractual y los presupuestos que se dieron para hacerse 

efectiva se cumplieron. 

 

El artículo 2.2.1.2.3.1.5 del decreto 1082 de 2015, concordante con 

el artículo 114 del decreto 1510 de 2013, compilado por el primero, 

meridianamente consagra la cobertura del riesgo de 

responsabilidad civil extracontractual al disponer: 

 

“La responsabilidad extracontractual de la administración derivada 

de las actuaciones, hechos u omisiones de sus contratistas o 

subcontratistas solamente puede ser amparada con un contrato de 

seguro. 

 

Por su parte el artículo 2.2.1.2.3.1.8 del decreto ibidem, compilatorio 

del artículo 117 del decreto 1510 de 2013 establece el cubrimiento 

de la responsabilidad civil extracontractual al disponer: 

 

“La Entidad Estatal debe exigir en los contratos de obra, y en 

aquellos en que por su objeto o naturaleza lo considere necesario 

con ocasión de los Riesgos del contrato, el otorgamiento de una 

póliza de responsabilidad civil extracontractual que la proteja de 

eventuales reclamaciones de terceros derivadas de la 

responsabilidad extracontractual que surja de las actuaciones, 

hechos u omisiones de su contratista. 

 

La Entidad Estatal debe exigir que la póliza de responsabilidad 

extracontractual cubra también los perjuicios ocasionados por 

eventuales reclamaciones de terceros derivadas de la 

responsabilidad extracontractual que surjan de las actuaciones, 

hechos u omisiones de los subcontratistas autorizados o en su 

defecto, que acredite que el subcontratista cuenta con un seguro 

propio con el mismo objeto y que la Entidad Estatal sea el 

asegurado”. (Negrillas fuera del texto). 

 

En esas condiciones el cubrimiento de la garantía constituida por 

concepto de responsabilidad civil extracontractual se activa en 

cuanto surjan “reclamaciones de terceros derivadas de la 

6



Página 7 de 24 

 

responsabilidad extracontractual que surja de las actuaciones, 

hechos u omisiones de su contratista”. 

 

En momento alguno, se precisa establecer algún tipo de 

responsabilidad diferente a la ocurrencia de reclamaciones, más 

que surja de las actuaciones, hecho u omisiones del contratista.  

 

2. No tiene asidero ni fundamento argumentar que el no haber 

informado previamente a la Aseguradora de lo que ocurrencia del 

desarrollo del contrato, hace que se exima de la responsabilidad 

que le atañe como asegurador. La administración requirió al 

contratista para que respondiera por lo que ocurría entorno a la 

obra que había desarrollado y que no se encontraba en ejecución, 

sino que era una obra ya entregada de tiempo atrás. Amén de lo 

anterior, ninguna presentación tiene decantar la necesidad de 

practicar estudios técnicos cuando en su momento fueron 

contumaces en atender los requerimientos realizados 

reiteradamente por el municipio. 

 

El hecho cierto es que la obra respecto a su estabilidad fue precaria 

al punto que los documentos que sirvieron de soporte para la 

declaratoria del siniestro son fehacientes e inequívocos y nada 

indica de que efectivamente el contratista pueda soslayarse de su 

responsabilidad y menos aún la aseguradora. 

 

El Consejo de Estado, respecto a la efectividad de las pólizas 

constituidas ha sostenido: 

 

“La póliza de seguro que toma un contratista con una compañía 

aseguradora a beneficio de una entidad pública, tiene como 

fuente el contrato estatal que previamente han celebrado las 

partes, como quiera que aquélla tiene el propósito exclusivo de 

garantizar el cumplimiento de dicho contrato y, tan sólo al momento 

de quedar en firme el acto administrativo mediante el cual la 

entidad contratante declara la realización del siniestro, esto es, 

cuando por causas imputables al contratista, tiene ocurrencia uno 

de los riesgos amparados por la póliza, las multas o la cláusula penal 

pactadas en el contrato, según sea el caso, es que surge para la 

aseguradora la obligación de indemnizar”.2 

 

3. No huelga referirse al contrato de seguro, en el sentido de que el 

mismo es consensual, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución 

 
2 Sentencia del 12 de septiembre de 2002. Radicación 16.971. M.P. Dr. Germán Rodríguez Villamizar. 
Sección III Sala de lo Contencioso Administrativo. Consejo de Estado. 
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sucesiva (art. 1036, modificado L. 389/97, art. 1º); así mismo aclarar 

que su objeto es asegurar un riesgo. 

 

En ese entendimiento, riesgo está definido legalmente como: 

 

“el suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad 

del tomador, del asegurado o del beneficiario, y cuya realización 

da origen a la obligación del asegurador. Los hechos ciertos, salvo 

la muerte, y los físicamente imposibles, no constituyen riesgo y son, 

por lo tanto, extraños al contrato de seguro. Tampoco constituye 

riesgo la incertidumbre subjetiva respecto de determinado hecho 

que haya tenido o no cumplimiento”. (art. 1054 del Código de 

Comercio). 

 

Fácilmente es observable que en el contrato de seguros se crean 

obligaciones condicionales, caracterizadas por que dependen de 

un acontecimiento futuro, eventual, que puede acaecer o no. 

Resaltable es que las obligaciones en este tipo de contrato, con 

relación al asegurador, penden de la ocurrencia del siniestro. 

 

Ahora bien, en lo referente a la garantía pertinente es acotar que la 

ley 80 de 1993 dispone: 

  

 “El contratista prestará garantía única que elevará el cumplimiento 

de las obligaciones surgidas del contrato, la cual se mantendrá 

vigente durante su vida y liquidación y se ajustará a los límites, 

existencia y extensión del riesgo amparado” (inc. 1º, núm. 19, art. 

25).  

 

En iguales términos el inciso 1º del artículo 14 de la ley en cita, 

concordante con el decreto reglamentario 4828 de 2008 exigen la 

aprobación de la garantía constituida y allegada al proceso 

contractual. En ese entendimiento, el contratista constituyó la 

garantía exigida sin ninguna reserva o condicionamiento y así se 

puede observar en su texto. Tampoco se protocolizó salvedades a 

la ejecución del contrato que hayan sido acordadas por las partes. 

Aún más, el decreto reglamentario prenotado estipula 

meridianamente la clase de riesgos que se pueden amparar, etc. 

 

En esa esfera el tomador de la póliza, trasunta el riesgo al 

asegurador para efectos de la indemnización, hasta por el monto 

asegurado, si en un futuro y dentro de la vigencia del amparo ocurre 

eventualmente un siniestro. Al respecto el Consejo de Estado, 

meridianamente ha expuesto: 
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“Por tanto cuando la administración aprueba la garantía prestada 

por su contratista significa que cuando en el futuro acaezca el 

riesgo asegurado y ella reconozca en acto administrativo la 

existencia del siniestro podrá exigir al asegurador, la indemnización 

hasta el monto asegurado. De lo estudiado hasta ahora se concluye 

que el contrato de seguros que crea obligaciones, nace desde la 

celebración del mismo y que las obligaciones de aseguramiento del 

asegurador se originan cuando acaece el riesgo “asegurado”. (…). 

 

Cuando el beneficiario del contrato de seguros es la administración, 

la obligación de indemnizar por parte del asegurador se hará 

exigible sólo cuando el acto administrativo constitutivo que 

reconozca la existencia del siniestro, el cual concreta una 

obligación clara y expresa, esté en firme y se le haya dado a 

conocer. Y sobre el carácter ejecutivo y ejecutorio de los actos 

administrativos el Código Contencioso Administrativo dispone: (…). 

 

Y cuando la administración es la beneficiaria del contrato de 

seguro, está previsto en la ley que como ella está privilegiada con 

la decisión previa, es decir que para el reconocimiento de la 

existencia del siniestro no tiene que acudir ante la rama judicial para 

declararle la existencia de la obligación del asegurador, puede 

reconocer la existencia del siniestro por acto administrativo y 

mediante la notificación del mismo requerir al asegurador el 

cumplimiento de la obligación indemnizatoria. Es por esto que 

cuando el Estado declara la obligación de indemnización del 

asegurador, ello equivale a la reclamación extrajudicial por vía 

administrativa; la reclamación así entendida –notificando al 

asegurador- tendrá que hacerse dentro del término de prescripción 

ordinarias es decir dentro de los dos años contados a partir de la 

ocurrencia del siniestro. Se repite: el Código de Comercio dispone: 

“La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr 

desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener 

conocimiento del hecho que da base a la acción”. Lo anterior 

permite concluir que en los fundamentos del recurrente se 

equivocan los distintos supuestos jurídicos previstos para las 

prescripciones “ordinaria” del contrato de seguros y la acción 

ejecutiva, frente a una obligación clara, expresa y exigible, que 

conciernen con puntos distintos cuales son la declaración de la 

obligación indemnizatoria (judicial o extrajudicial) y la ejecución 

forzada judicial de la obligación indemnizatoria. (…). 

 

La vigencia de la póliza es el periodo dentro del cual el asegurador 

si ocurre o se da el riesgo o hecho garantizado debe responder, si 

es que surge su responsabilidad del contrato de seguro; la vigencia 

de la póliza, marca entonces el tiempo dentro del cual si ocurre el 
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hecho garantizado podría ocasionarle a aquel, responsabilidad de 

indemnizar. Podría decirse de otro modo, si el hecho o riesgo 

asegurado ocurre o se da, dentro del primero o último minuto de 

vigencia de la garantía, en principio, el asegurador debe responder. 

Cuando la administración declara la existencia del siniestro u 

ocurrencia del riesgo asegurado, concluye que se dio o ocurrieron 

antecedentes precavidos en el contrato de seguro del que es 

beneficiario; no significa que el acto jurídico que declara la 

existencia del siniestro hace que en la vida jurídica el siniestro se dé 

en ese momento; lo que ocurre es, que previo a proferir ese acto 

jurídico, el riesgo asegurado ha acaecido; la ocurrencia del siniestro 

es en lógica, anterior al acto que reconoce su ocurrencia. 

Recuérdese, por otra parte, que el riesgo es el suceso incierto que 

no depende exclusivamente de la voluntad del tomador, del 

asegurador o del beneficiario y cuya realización da origen a la 

obligación del asegurador (C. de C., art. 1054) y que se entiende 

ocurrido el siniestro desde el momento en que acaezca el hecho 

externo imputable al asegurado (art. 1131 ibidem)”.3 

 

Como puede observarse el acto administrativo que declara la 

ocurrencia del siniestro, esto es la presentación del riesgo 

asegurado, constituye un crédito a favor de la administración que 

tiene como fuente basilar el contrato signado por la administración 

y el contratista, que se debe al incumplimiento del contratista. 

 

La sobrevivencia del siniestro no requiere de la responsabilidad del 

tomador, simplemente del acaecimiento del siniestro, esto es, del 

hecho eventual que amerita la constitución de la póliza, con lo cual 

les resta virtualidad jurídica a los argumentos expuestos por el 

representante legal del consorcio. 

 

En la forma y términos expuestos, el acto administrativo impugnado 

se mantiene en firme, razón por la que la petición de reposición bajo 

ninguna óptica permite viabilizarse, razón por la cual se despachará 

negativamente. 

 

4. El procedimiento para hacer efectivo el pago de la póliza de 

cumplimiento consiste en la expedición de un acto administrativo 

debidamente motivado, en el que se declara la ocurrencia del 

siniestro, tal facultad es producto de la denominada decisión 

previa, que en realidad es una auto tutela administrativa, que 

ostenta la Administración en sus relaciones jurídicas. 

 

 
3 Sentencia del 11 de diciembre de 2002. Exp. 22.511 M.P. María Elena Giraldo. Sección III. Consejo 
de Estado. 
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Tratándose de la declaratoria de ocurrencia del siniestro con cargo 

a la garantía de estabilidad de obra, conveniente es tener en 

cuenta que el acto administrativo debe soportarse con estudios y 

análisis técnicos que permitan una adecuada fundamentación de 

la decisión. 

 

Al respecto, es importante advertir que la declaratoria de siniestro 

para hacer efectiva la garantía constituida, en estricto sentido, no 

se enmarca dentro de un procedimiento sancionatorio; realmente 

lo que se adelanta es un trámite de reclamación ante la 

aseguradora para obtener la respectiva indemnización. 

 

Para ello se precisa el agotamiento de un procedimiento previo, por 

cuanto el acto administrativo motivado es el que permite tanto a la 

aseguradora como al contratista ejercer el derecho de defensa y 

su impugnación ante la jurisdicción contenciosa administrativa.4 

 

Sin embargo, debe aclararse, no se exige una actuación 

administrativa previa para la declaratoria del siniestro, por cuanto 

en la motivación del acto administrativo se exponen cada uno de 

los presupuestos establecidos en la ley frente al riesgo asegurado. 

 

Es en esos términos que la entidad estatal, al expedir el acto 

administrativo no puede sustraerse del acatamiento y observancia 

de las reglas del debido proceso, entre ellas, se reitera, motivar el 

acto administrativo indicando los supuestos de hecho y probatorios 

que soportan el acaecimiento del siniestro y la cuantía de la 

indemnización; de la misma manera garantizar tanto a la 

aseguradora como al contratista el ejercicio del derecho de 

contradicción y defensa, por lo cual pueden controvertir el acto 

administrativo que declara la ocurrencia del siniestro, para el efecto 

se debe dar cumplimiento a las previsiones del artículo 1077 del 

Código de Comercio. Por su parte, el asegurador le corresponde la 

carga de la prueba sobre los hechos y las pruebas o circunstancias 

excluyentes de responsabilidad.5  

 

 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B., sentencia 

del 23 de febrero de 2012. Expediente 20.810. C.P. Dra. Ruth Stella Correa Palacios. 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 22 de 
abril de 2009. Expediente 14.667 C.P. Dra. Myriam Guerrero de Escobar. 

11



Página 12 de 24 

 

5. Es importante reseñar que el vencimiento del plazo contractual 

no es imposibilidad para ejercer la facultad de declarar el siniestro 

cubierto por el amparo durante la vigencia del contrato.6 

 

En iguales términos el artículo 77 de la ley 80 de 1993, prescribe: 

 

“(…) Los actos administrativos que se produzcan con motivo u 

ocasión de la actividad contractual, los cuales, de conformidad 

con la norma “solo serán susceptibles del recurso de reposición y del 

ejercicio de la acción contractual”. 

 

Hecha esta claridad sobre los recursos administrativo procedentes 

(reposición) y la jurisdicción competente (contenciosa 

administrativa), es fundamental advertir que ya desde la vigencia 

del decreto 222 de 1983, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha 

admitido la posibilidad de declarar el siniestro en la etapa de la 

liquidación del contrato. En este entorno, en sentencia del 10 de julio 

de 1997, el Consejo de Estado expuso que este era un poder de 

límites específicos que la Administración podía ejercerlo luego de la 

terminación y liquidación del contrato, para hacer efectiva la 

cláusula penal pecuniaria (artículo 72 del decreto 222 de 1983). Esta 

situación no cambió con la entrada en vigencia de la ley 80 de 1993. 

Así, el Consejo de Estado ha sido meridiano al expresar que la 

declaratoria del siniestro no tiene una naturaleza sancionatoria. Al 

respecto expuso: 

 

“(…) que esta prerrogativa de la Administración no tiene una 

naturaleza sancionatoria, lo que permite su ejercicio después de 

terminado el plazo previsto para la ejecución del contrato e incluso 

después de su liquidación. Esta posición, que fue acogida por la 

Sección Tercera, en sentencia del 10 de julio de 1997, sería reiterada 

en sentencia del 3 de mayo de 2001, 24 de agosto de 2002 y mucho 

más reciente el 23 de febrero de 2012”.7 

 

En los términos anteriores, lo fundamental es que los hechos que dan 

lugar al siniestro ocurran durante la vigencia de la póliza. Sobre este 

 
6 Consejo de Estado, Sala de lo contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B., sentencia 
del 13 de noviembre de 2014. Radicación 25000 23 26 000 1196 12837 01 C.P. Dr. Ramiro Pazos 
Guerrero. 
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de 
julio de 1997. Expediente 9286 C.P. Dr. Carlos Betancur Jaramillo. También expediente 12.724 C.P. 
Dr. Ricardo Hoyos Duque. También las sentencias de la Sección Tercera del Consejo de Estado: 

expedientes 13.598 (C.P. Dr. Ricardo Hoyos Duque); expediente 20.810 (C.P. Dra. Ruth Stella Correa 
Palacio). Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B., 
sentencia del 27 de marzo de 2014. Expediente 29.857 M.P. C.P. Dr. Danilo Rojas Betancourth. 
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atinente en sentencia del 3 de mayo de 2001 expuso el Consejo de 

Estado: 

 

“Una vez se concreta el riesgo, como en este caso lo es el 

incumplimiento contractual, surge el derecho de la entidad estatal 

de cobrar la indemnización contenida en la póliza de seguro de 

cumplimiento tomada por su contratista, pero como requisito formal 

para realizar la reclamación, se exige la declaratoria de tal hecho 

a través de un acto administrativo, momento en el cual, para 

efectos de solicitar el pago de la indemnización ante la 

Aseguradora, se entenderá ocurrido el siniestro. No obstante, 

cuando se declara el siniestro a través de acto administrativo, es 

porque el riesgo ya se realizó, es decir el incumplimiento ya se 

produjo, y lo que hace la entidad estatal a través de su decisión 

unilateral, es manifestarlo y concretarlo para derivar a partir de tal 

declaración, las consecuencias contractuales y legales del caso 

(…). Debe tenerse en cuenta que lo que se exige en el régimen de 

los contratos de seguros, en cuanto a su vigencia y cobertura, es 

que el riesgo efectivamente se materialice durante el período de 

vigencia de la póliza, puesto que una cosa es el surgimiento del 

derecho a obtener la indemnización y otra cosa es el derecho a 

recibir su pago, el que si se concreta una vez se hace la reclamación 

en la forma establecida por la ley”.8 

 

Vale la pena comentar que los contratos de seguros celebrados en 

ejercicio de la actividad contractual estatal, lo que se procura a 

través de este tipo de contrato es garantizar y respaldar el 

cumplimiento de las obligaciones adquiridas por el contratista; pero, 

además, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos 

y el cumplimiento de los fines del Estado. 

 

Al respecto no resulta razonable que la Administración expida actos 

administrativos en los que se ordene la efectividad de la garantía 

única, cuando el siniestro amparado se produce con posterioridad 

a la vigencia de la garantía única; ello en virtud a que la 

Administración tiene la facultad de emitir los actos administrativos, 

ordenando la efectividad de la garantía constituida transcurridos 

dos (2) años después de su vigencia.9 

 
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 3 de mayo 
de 2001. Expediente 12.724 C.P. Dr. Ricardo Hoyos Duque. También auto del 31 de marzo de 2005 

Expediente 25.689 C.P. Dr. Ramiro Saavedra Becerra. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Subsección B., sentencia del 13 de noviembre de 2014. Radicación 
25000 23 26 000 1996 12837 01 (26.901) C.P. Dr. Ramiro Pazos Guerrero. 
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C., sentencia 
del 26 de noviembre de 2011. Radicación 08001 23 31 000 2003 20281 01 (45.943). C.P. Dr. Jaime 
Orlando Santofimio. 
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6. Es fundamental tener en cuenta que el contrato de seguro tiene 

un marco regulatorio especial contenido en el Código de Comercio 

desde el artículo 1036 hasta el artículo 1081. En ese orden, el artículo 

1081 del mismo código consagra: 

 

“Prescripción de acciones. La prescripción de las acciones que se 

derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen 

podrá ser ordinaria o extraordinaria. 

 

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr 

desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener 

conocimiento del hecho que da base a la acción. La prescripción 

extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de 

personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el 

respectivo derecho.  

 

Estos términos no pueden ser modificados por las partes”. 

 

En consecuencia, el término de dos (2) años para que opere la 

prescripción ordinaria de las acciones del contrato de seguro, no 

implica que el acto administrativo que declara el siniestro cubierto 

por la póliza, deba quedar en firme durante el período en mención, 

sino que basta con la expedición del acto durante el período de 

dos (2) años. 

 

Téngase en cuenta que para la materialización de la póliza de 

seguro que ampara el patrimonio público de los contratos estatales, 

en lo relacionado con su vigencia y cobertura, únicamente precisa 

que el riesgo cubierto se haya materializado efectivamente durante 

el periodo de cobertura de la póliza y, además, que la declaratoria 

de su acaecimiento por parte de la Administración, a través de acto 

administrativo, en un término no mayor a dos (2) años a partir de la 

fecha en que la entidad tuvo conocimiento de la realización del 

riesgo cubierto con la póliza. 

 

El Consejo de Estado en la sentencia última citada, concluyó, con 

relación a la ocurrencia del riesgo, la declaratoria de siniestro y la 

prescripción de las acciones contempladas en el artículo 1081 del 

Código de Comercio:  

 

1. La ocurrencia del riesgo o siniestro y posteriormente su 

declaratoria. 

 

2. La Administración debe declarar la ocurrencia del siniestro 

mediante acto administrativo. 
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3. El plazo máximo con que cuenta la Administración, para hacer tal 

declaración, es a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes a 

la fecha en que tenga conocimiento de la ocurrencia del siniestro. 

 

4. El riesgo debe acaecer durante la vigencia del seguro”. (Prueba 

3). 
 

 

c. Es de advertir que el contrato que originó la constitución de la 

garantía única fue el contrato 096 del 21 de marzo de 2018 suscrito entre el 

municipio de Cuaspud Carlosama y el ingeniero Carlos Hernando Moncayo 

Chamorro para el “mejoramiento de la placa huella de la vía que conduce 

de Carlosama a Cumbal. 

 

En esas condiciones, el señor Moncayo Chamorro constituyó en favor del 

municipio la póliza de cumplimiento Nro. 41-44-101200733 emanada de la 

Compañía Seguros del Estado S.A. el 14 de noviembre de 2018 (Prueba 4). 

  

Igualmente, la póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual deriva de 

cumplimiento Nro. 41-40-101032240 del 14 de noviembre de 2018 de la 

Compañía de Seguros del Estado S.A. (Prueba 5). 

 

d. Debe comentarse que el contrato  Nro. 096 del 21 de marzo de 2018 

suscrito entre el municipio de Cuaspud Carlosama y Carlos Hernando 

Moncayo Chamorro, meridianamente contempla el contenido obligacional 

de las partes del contrato, entre otras la constitución de una póliza de 

responsabilidad extracontractual (Prueba 6). 

 

e. El acta del de inspección técnica del cadáver de Weymar Mauricio 

Tarapuez López del 12 de diciembre de 2018 suscrito por el Inspector de 

Policía de Cuaspud – Carlosama dirigida a la Fiscalía General de la Nación. 

Describe fehacientemente las causas de la muerte y el lugar de los hechos 

(Prueba 7). 

 

f. La señora María Cristina López, en su condición de madre del occiso 

y demás miembros de su núcleo familiar, presentaron demanda de 

reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa de Pasto 

(Prueba 8). 
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g. Por auto del 22 de enero de 2021 el Juzgado Sexto Administrativo del 

Circuito de Pasto, admitió la demanda de Reparación directa con ocasión 

o muerte del señor Weymar Tarapues López (Prueba 9). 

 

h. El 16 de abril de 2021 el municipio de Cuaspud – Carlosama contestó 

la demanda ante el juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Pasto, 

dentro del proceso número 52001333306-2020-00127 de reparación directa 

propuesta por la señora María Cristina López. (Prueba 10). 

 

En consecuencia, dista de la verdad que no haya ocurrido el siniestro y que 

se haya operado un enriquecimiento sin causa, ya que el proceso de 

reparación directa sigue su curso dentro de los parámetros del proceso de 

esta naturaleza. 

 

En este orden, las afirmaciones de falsa motivación, falta de competencia, 

violación del debido proceso se desvirtúan y desmienten. Esto es, mi 

representado actúo dentro del ejercicio de su competencia y en 

cumplimiento de un deber legal, obrando con respeto del debido proceso 

y derecho de contradicción. 

 

 

EXCEPCIONES: 

 

Propongo las siguientes excepciones de mérito: 

 

1. Ineptitud sustancial de la demanda por indebido agotamiento de la 

vía gubernativa – recursos administrativos- 

 

2. Ausencia de violación de las disposiciones citadas como violadas 

 

3. Presunción de legalidad de los actos administrativos demandados 

 

4.  Las innominadas que aparezcan en el proceso 

 

 

I. Ineptitud sustancial de la demanda por indebido agotamiento de la vía 

gubernativa- actuación administrativa - 

 

En el presente asunto es importante advertir que se observa diáfanamente 

la existencia de hechos nuevos en la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, a los esgrimidos en vía gubernativa – 
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actuación administrativa – ante la instancia municipal. Es de advertir que en 

el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante se esgrimió: 

 

a. Falta de competencia.  

 

b. Falta de requisitos para expedir el acto administrativo. 

 

c. Causal excluyente de responsabilidad – ausencia de cobertura del 

perjuicio reclamado. 

 

En ese entendido los cargos expuestos en vía administrativa difieren 

ostensiblemente de los expuestos en la demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho, esto es, los cargos expresados en la demanda 

no corresponden con los desvirtuados en sede administrativa por parte del 

municipio de Cuaspud – Carlosama, razón por la que mi poderdante no tuvo 

la oportunidad de ejercer el control de legalidad de los nuevos cargos 

imputados y también preservar el debido proceso y contradicción. 

 

No se observa congruencia entre los cargos de la instancia administrativa, 

de los expuestos en la demanda. 

 

En efecto, en la demanda contencioso administrativa, se exponen como 

cargos de vulneración por parte de mi representado: 

 

a. Expedición irregular del acto por falta de competencia. 

 

b. Violación del debido proceso. 

 

c. Falsa motivación. 

 

d. Inexistencia de perjuicio indemnizable a la luz del contrato de seguro 

contenido en la póliza. 

 

e. Enriquecimiento sin causa por parte de la administración. 

 

f. Existencia de una causal de exoneración de responsabilidad. 

 

g. Falta de requisitos para reclamar la ocurrencia del siniestro. 

 

h. Nulidad de los actos administrativos por violación de norma superior. 

 

17



Página 18 de 24 

 

i. Nulidad de los actos administrativos por infracción de las normas en que 

debían fundarse. 

 

j. El municipio de Cuaspud – Carlosama hasta la fecha no ha efectuado 

pago alguno a favor de los convocantes ni tampoco ha demostrado que 

dicho valor corresponda al efectivamente fijado en las resoluciones 

demandadas. 

 

En esas condiciones la parte demandante propuso cargos nuevos ante la 

jurisdicción contencioso administrativa que impidieron que mi poderdante 

haya tenido la oportunidad de pronunciarse en sede administrativa. 

 

Sobre este tema, el Consejo de Estado ha expuesto enfáticamente: 

 
La Sala ha sostenido que ante la Jurisdicción no pueden plantearse 

hechos y pretensiones nuevas –diferentes a las invocadas en sede 

administrativa-, aunque sí mejores o nuevos argumentos y 

fundamentos de derecho respecto de los planteados en los recursos 

interpuestos en la vía gubernativa10.  Lo anterior, porque ello implica 

la violación del debido proceso de la administración. 

 

Es decir, el administrado debe necesariamente expresar en sede 

administrativa los motivos y fundamentos de su reclamación, lo que 

no obsta para que en oportunidad posterior, en sede judicial, pueda 

exponer nuevos o mejores argumentos en aras de obtener la 

satisfacción de su pretensión, previamente planteada ante la 

administración11.  

 

En el sub examine, si bien es cierto, la sociedad actora en la vía 

gubernativa defendió la validez de la declaración de corrección 

correspondiente al tercer (3º) bimestre del año 2007, provocada por 

el requerimiento especial y alegó que no había lugar a que se le 

exigiera el reintegro del saldo a favor improcedente más los 

intereses de mora, también lo es, que en sede judicial se presentaron  

nuevos y mejores razonamientos para fundamentar la nulidad del 

acto administrativo cuya legalidad se impugna.   

 

Actuación que es válida y aceptada por esta Corporación, pues en 

reiteradas oportunidades se ha precisado que no existe ninguna 

limitación para que ante la jurisdicción puedan aducirse nuevos y 

 
10 Entre otras, véanse las sentencias del 3 de marzo de 2011, radicado 16184, C.P Dra. Martha Teresa 

Briceño de Valencia y del 31 de enero de 2013, radicado 130012331000200600613 01, C.P. Dra. 
Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez.  
11 Sentencia del 14 de mayo de 2014, C.P. Dr. Jorge Octavio Ramírez Ramírez 
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mejores argumentos a los expuestos en vía gubernativa como 

causal de nulidad de los actos administrativos12, pues el examen de 

legalidad del acto acusado debe concretarse en los fundamentos 

de derecho expuestos en la demanda, los que a su turno deben 

corresponder a cualquiera de las causales de nulidad 

contempladas en el ordenamiento legal13. 

 

En ese sentido, se advierte que contrario a lo afirmado por la 

entidad demandada y el a-quo, la demandante observó el requisito 

de procedibilidad previsto para la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho, en la medida en que mejoró los 

argumentos respecto de la pretendida nulidad del acto 

administrativo por medio del cual se modificó la declaración 

privada del impuesto sobre las ventas correspondiente al tercer (3º) 

bimestre del año 2001”.14  

 

Al respecto, téngase en cuenta que el demandante no presenta nuevos 

argumentos que mejoran los expuestos en instancia administrativa, sino que, 

por el contrario, presenta nuevos cargos sobre los cuales mi representado 

no tuvo la oportunidad de pronunciarse, con lo cual se vulneró el debido 

proceso y derecho de contradicción que le asiste en ejercicio de su 

defensa.  

 

II. Ausencia de violación de normas citadas como vulneradas 

 

Los Actos Administrativos están arropados por la presunción de legalidad y 

por el concepto de firmeza de que disponen por virtud del artículo 87 y 88 

del C.P.A.C.A., correspondiéndole a la parte accionante desvirtuar esa 

presunción de legalidad, lo cual para el caso presente no se encuentra 

demostrado, por lo cual Arribar como la hace la parte demandante sobre 

la FALTA DE COMPETENCIA, FALSA MOTIVACIÓN, VIOLACIÓN DEL DEBIDO 

PROCES, ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA, VIOLACIÓN DE NORMA SUPERIOR, 

etc. como causal para que se declaren nulos los actos impugnados por vía 

contenciosa, no tiene fundamento alguno.  

 

 
12 Sentencia del 17 de marzo de 2005, radicado No. 14113, C.P. Dra. María Inés Ortiz Barbosa, citada 
en la sentencia del 7 de marzo de 2013, radicado No. 18731, C.P. Dra. Martha Teresa Briceño de 

Valencia.  
13 Sentencias del 6 de mayo de 1994, radicado No. 5299. C.P. Dr. Jaime Abella Zárate y del 26 de 
abril de 1996, radicado No. 7424, C.P. Dr. Guillermo Chahin Lizcano. 
14 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, sentencia del 23 de julio 
de 2015. Radicación 250002327000201200225 01 (20280). C.P. Carmen Teres Ortiz de Rodríguez.  
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Por consiguiente, no se aporta prueba alguna que permita entrever que los 

cargos enunciados permitan su ratificación o avalamiento. 

 

De conformidad con las normas y la sentencia transcrita, se ha demostrado 

que en este caso particular las normas que el demandante ha citado como 

violadas, no se acompasan con la realidad; alegar violación del debido 

proceso implica que la parte accionante tiene el deber de probarlo, no solo 

de enunciarlo.  

 

III. Presunción de legalidad de los actos administrativos demandados 

 

La acción de restablecimiento del derecho conlleva ínsitamente dos 

pretensiones, la nulidad del acto acusado, esto es, la prevista en el artículo 

138 del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso 

Administrativo, para lo cual se precisa que el acto haya sido expedido por 

funcionarios u organismos incompetentes, o en forma irregular, o falsamente 

motivados, o con desviación de las atribuciones propias del funcionario o 

corporación que los profirió; así también persigue que se le restituya el 

derecho lesionado.  

 

Conviene destacar en este punto que nada puede aspirar la parte 

demandante cuando los actos demandados fueron expedidos por 

funcionario competente, debidamente motivado, puesto que su sustento 

jurídico es la existencia de unos hechos y situaciones de derecho 

debidamente acreditados, esto es, la ocurrencia de un siniestro y de lo cual 

es prueba suficiente con la petición de conciliación prejudicial y posterior 

presentación de una demanda de reparación directa.  

 

El Consejo de Estado ha sido perentorio en este atingente, así, en auto de 

noviembre 15 de 1990 de la Sección Segunda, señaló: 

 
"(...) Quepa recordar que la acción de restablecimiento del 

derecho envuelve dos pretensiones. La primera, la de anulación del 

acto administrativo. es semejante a la única que integra la acción 

llamada de "nulidad", es decir la nulidad de los actos (art. 84), 

procediendo ésta cuando hayan sido expedidos por funcionarios u 

organismos incompetentes, o en forma irregular, o falsamente 

motivados, o con desviación de las atribuciones propias del 

funcionario o corporación que los profiera"; la única diferencia que 

señala la ley en cuanto hace a esta pretensión común de ambas 

"acciones" es que la de "restablecimiento del derecho", además de 

lo anterior, exige que la persona que la incoa "se crea lesionada en 

un derecho suyo, amparado por una norma jurídica". Son, pues las 
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dos acciones, caminos señalados por la ley colombiana como 

medios para hacer efectivo el control jurisdiccional de los actos 

administrativos y para ejercer respecto a ellos, si es del caso, las 

sanciones típicas del principio de legalidad. Se asemejan ellas al 

denominado "recurso por exceso de poder" ("le recourspourexcés 

de pouvoire") que ha consagrado el derecho francés mediante 

creación jurisprudencial de vieja data, en cuanto atañe a pretender 

que se anule el acto administrativo en razón de una de las causales 

que se han visto en el párrafo precedente". (Op. Cit. Ibídem Ut. 

Supra). 

 

Así las cosas, los actos demandados fueron expedidos con los requisitos 

legales, por autoridad competente; por lo tanto, la demanda presentada 

es completamente inepta para acceder a las pretensiones solicitadas, más 

aún cuando en el presente caso hay una combinación de actos generales 

y particulares que provocan una indebida acumulación de pretensiones. 

 

Igualmente, en la demanda no se intuye siquiera una de las causales 

establecidas para declarar la nulidad y el restablecimiento, razón por la cual 

el fallo debe ser inexedente a las pretensiones de la demanda. 

 

El demandante, aunque menciona unas irregularidades en la expedición de 

los actos administrativos, en ningún momento aporta prueba alguna que 

refrende sus afirmaciones y menos aún enlaza los supuestos vicios de la 

resolución 172 de 2020 y 224 del mismo año expedidos por el alcalde de 

Cuaspud - Carlosama del cual se itera, no existe prueba alguna que reafirme 

sus acusaciones, menos aún que las valide. 

 

IV.   Las innominadas 

 

Solicito se tengan en cuenta las excepciones innominadas o genéricas que 

aparezcan en el proceso. 

 

 

PETICIONES: 

 

Pido a ese honorable despacho judicial, previo los trámites del proceso 

ordinario contencioso administrativo que declare: 

 

1) Probada la EXCEPCIÓN DE INEPTITUD SUSTANCIAL DE LA DEMANDA POR 

INDEBIDO AGOTAMIENTO DE LA VÍA GUBERNATIVA- ACTUACIÓN 

ADMINISTRATIVA -. 
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2) Probada la EXCEPCIÓN DE AUSENCIA DE VIOLACIÓN DE LAS NORMAS 

CITADAS COMO VULNERADAS. 

 

3) Probada la EXCEPCIÓN DE PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS DEMANDADOS. 

 

4) Como consecuencia de lo anterior y los argumentos de la defensa, 

niegue las pretensiones de la demanda. 

 

 

PRUEBAS QUE SE PRETENDEN HACER VALER: 

 

Prueba Documentales: 

 

Prueba 1: Copia de la resolución 172 del 30 de septiembre de 2020 emanada 

de la alcaldía municipal de Cuaspud- Carlosama ((3 folios). 

 

Prueba 2:  Copia del recurso de reposición propuesto por la compañía 

aseguradora Seguros del Estado S.A. contra la resolución 172 de 20202 (10 

folios).  

 

Prueba 3:  Copia de la resolución 224 del 31 de diciembre de 2020 emanada 

de la alcaldía municipal de Cuaspud – Carlosama (12 folios). 

 

Prueba 4: Copia de la póliza de cumplimiento Nro. 41-44-101200733 

emanada de la Compañía Seguros del Estado S.A. el 14 de noviembre de 

2018 ((2 folios). 

 

Prueba 5: Copia de la póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual 

deriva de cumplimiento Nro. 41-40-101032240 del 14 de noviembre de 2018 

de la Compañía de Seguros del Estado S.A. (2 folios). 

 

Prueba 6: Copia del contrato Nro. 096 del 21 de marzo de 2018 suscrito entre 

el municipio de Cuaspud Carlosama y Carlos Hernando Moncayo Chamorro 

(6 folios). 

 

Prueba 7: Copia del acta de inspección técnica del cadáver de Weymar 

Mauricio Tarapuez López del 12 de diciembre de 2018 suscrito por el 

Inspector de Policía de Cuaspud – Carlosama dirigida a la Fiscalía General 

de la Nación. (16 folios). 
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Prueba 8: Copia de la demanda formulada por María Cristina López y otros 

contra el municipio de Cuaspud – Carlosama (26 folios). 

 

Prueba 9: Copia del auto de fecha 22 de enero de 2021 emanado del 

Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Pasto, mediante el cual se 

admite la demanda propuesta por María Cristina López y otros y se ordena 

el traslado correspondiente al municipio de Cuaspud Carlosama (5 folios). 

 

Prueba 10: Copia de la contestación de la demanda radicada con el 

número 52001333306-2020-11127-00 que cursa en el juzgado Sexto 

Administrativo del Circuito de Pasto, contra el municipio de Cuaspud – 

Carlosama (19 folios). 

 

Pruebas Testimoniales: 

 

Solicito la recepción del testimonio de la doctora PAOLA CHAVES BOLAÑOS, 

abogada del despacho de la alcaldía Municipal de Cuaspud – Carlosama. 

 

OBJETO DE LA PRUEBA: Establecer las circunstancias de tiempo y lugar que 

dieron lugar a la expedición de las resoluciones 172 y 224 de 2020 por la 

Alcaldía municipal de Cuaspud -Carlosama y la existencia de una demanda 

de reparación directa que cursa contra la entidad territorial por la muerte 

del señor Weymar Mauricio Tarapues López, que cursa ante la jurisdicción 

contencioso administrativa.  

  

 

ANEXOS: 

 

Poder debidamente autenticado. 

 

Acta de Posesión de Aldemar Paguay Ordóñez como alcalde municipal de 

Cuaspud Carlosama, período 2020-2023 (2 folios). 

 

Credencial de alcalde de Aldemar Paguay Ordóñez como alcalde 

municipal de Cuaspud – Carlosama para el período 2020-2023 (1 folio). 

 

 

NOTIFICACIONES: 

 

A MI REPRESENTADO: En la dirección que reposa en la demanda. 
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AL SUSCRITO: En mi oficina de abogado ubicada en la Carrera 25 No. 15-62 

Oficina 216 (Edificio El Zaguán del lago) Teléfono 7295868 Pasto (Nariño).  

 

Mi correo electrónico para efecto de notificaciones judiciales es 

asesoriaexterna@hotmail.com 

 

De la señora Magistrada. 

 

Cordialmente, 

 

 

 
JAVIER ALBERTO PEÑARANDA MÉNDEZ 
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ACTA No. 03

ACTA DE POSESIONDEL SEÑORALDEMAR JAIRZINHO PAGUAY
ORDOÑEZ,COMOALCALDE MUNICIPAL DE CUASPUDCARLOSAMA -

NARIÑO.

En la ciudad de Carlosama,Departamentode Nariño, Repúblicade Colombia, hoy
primero (01) de Enero del año dos mil veinte (2020), ante mí TOMAS GILBERTO
BUCHELI PORTILLA, Notario Único del Círculo de Cumbal, se presentó el señor
ALDEMAR JAIRZINHO PAGUAY ORDOÑEZ, mayor de edad, de estado civil
casado y con sociedad conyugal vigente, domiciliado en el Municipio de Cuaspud
Carlosama, portador de la cédula de ciudadanía No. 87.714.746 expedida en
Ipiales,a quien personalmenteidentifico,con el fin de tomar posesión del cargo de
Alcalde del Municipio de Cuaspud Carlosama, dignidad para la cual ha sido
designado mediante elección popular, para el periodo comprendido de el primero
(01) de Enerodel año dos mil veinte (2020), al treinta y uno (31) de Diciembredel
año dos mil veintitrés (2023), y manifestó: PRIMERO.- Previo conocimiento de los
Artículos 266 y 269 del Código de Procedimiento Penal, en concordancia con el
Artículo 442 del Código Penal "JURO A DIOS Y PROMETO AL PUEBLO
CUMPLIR FIELMENTE LA CONSTITUCiÓN, LAS LEYES DE COLOMBIA, LAS
ORDENANZAS Y LOS ACUERDOS". SEGUNDO.- Para el efecto el
compareciente presentó los siguientes documentos: 1.- Credencial de alcalde
2020 expedida por la junta escrutadoramunicipal.2.- Fotocopiaampliada 150%de
la cédula de ciudadanía. 3.- Fotocopiade libreta militar. 4.- Certificadoespecial de
antecedentes. 5.- Certificado de ausencia de responsabilidades fiscales. 6.­
Certificado judicial y de policía vigente. 7.- Declaración de ausencia de
inhabilidades e incompatibilidades para ejercer cargos públicos. 8.- Declaración
extra proceso juramentada de bienes y rentas y actividad económica privada
persona natural del posesionado, su esposa y sus hijos. 9.- Declaración extra
proceso juramentada sobre inasistencia de procesos alimentarios en contra del

IS\
~
'.4.iMNM.i.i.

Notaría ÚnicaCumbal Nariño.
Notario Tomas Gílberto Bucheli Portilla.

Dirección: Carrera 12 No. 20-42 Barrio Bolívar
Teléfonos: 7798180 Fax 7798180

I=m"il·nnt""",, '" Imh"IIí'iI",ln..rnnt"rilOlinnml ('n
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posesionado y cumplimiento de sus obligaciones familiares. 10.- Certificado de

participación y asistencia en el "Seminario de Inducción a la Administración

Publica - ESAP". 11.- Paz y salvo municipal por todo concepto actualizado

expedido por tesorería del municipio. 12.- Formato único hoja de vida de la función

pública persona natural con todos sus anexos. 13.- Formato de declaración de

bienes y rentas personales. 14.- declaración de renta año gravable 2018 (si está

obligado). 15.- Fotocopia del RUT o NIT de la DIAN. 16.- Declaración extra

proceso bajo juramento que no se encuentra en situación de deudor moroso con el

estado o en su defecto o haber suscrito acuerdos de pago vigentes. 17.- Fotocopia

del carnet de salud o certificación de afiliación al régimen contributivo en salud

EPS. 18.- Certificado de inexistencia de antecedentes disciplinarios expedido por

la personería municipal.

Leído el contenido de la presente acta, el compareciente la aprobó y firma

conmigo el Notario, que de todo lo expuesto DOY FE.

Derechos Notariales. $ 13.100 IVA 19% $ 2.489

EL POSESIONADO:

EL NOTARIO UNICO:

DOÑEZ

_.

w~.
O BUCHEIT ORT LLA
OTARIO

/

la
~ IPROSPEII)AI)

PARA1OD05
Notaría Única Cumbal Nariño.

Notario Tomas Gilberto Bucheli Portilla.
Dirección: Carrera 12 No. 20-42 Barrio Bolívar

Teléfonos: 7798180 Fax 7798180
I=m"il' nnt"ri"" '" ,mh"IIí'il<>"n"mnt"ri"tin nnll f'n•. :.;gIM,:.'.
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Que, ALDEMAR j~tIRZIN
~

elegido(a) ALCALDE por e...
el periodo de 2020 ~1202
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OStMA) - NA~INO, para
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En consecuencia, se expid
(NARIÑO), I lunes 28 de

CUASPUD(CARLOSAMA)

MIEMBROS DE LA COMISiÓN ESCRUTADORA SECRETARIO(S) DE LA COMISiÓN ESCRUTADORA
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CONSTANCIA SECRETARIAL.-  Pasto, veintidós (22) de enero de dos mil veintiuno 

(2021). 

 

Doy cuenta al señor Juez del presente asunto para estudio de admisión, inadmisión 

o rechazo de la demanda. Sírvase proveer.  

 

 

 

CARMEN ALICIA ESCOBAR CORAL 

Secretaria  
JP 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

PASTO – NARIÑO 

 

 

Proceso No.:   520013333006-2020-00127-00 

Medio de Control:   Reparación directa 

Demandante:       MARÍA CRISTINA LOPEZ y OTROS  

Demandado: MUNICIPIO DE CUASPUD – CARLOSAMA y OTROS  

 

 

San Juan de Pasto, veintidós (22) de enero de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Observando que la demanda reúne los requisitos de forma previstos en los 

artículos 162 y ss. de la ley 1437 de 2011, procede el Despacho a la admisión de 

la demanda de reparación directa, interpuesta por MARÍA CRISTINA LÓPEZ; 

MARÍA ELENA LÓPEZ; LUCY MARICELA LÓPEZ TARAPUES; JENNY NOHEMÍ RIVERA 

LÓPEZ; SANDRA MARILI CANACUAL LÓPEZ; WUILMER ORLANDO AYALA LÓPEZ, por 

conducto de apoderada judicial, contra el MUNICIPIO DE CUASPUD – 

CARLOSAMA (N), SEGUROS DEL ESTADO S.A. y el señor CARLOS HERNANDO 

MONCAYO CHAMORRO. 
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En consecuencia, el JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE 

PASTO,  

 

RESUELVE  

 

PRIMERO.- ADMITIR la presente demanda de Reparación Directa interpuesta por  

MARÍA CRISTINA LÓPEZ; MARÍA ELENA LÓPEZ; LUCY MARICELA LÓPEZ TARAPUES; 

JENNY NOHEMÍ RIVERA LÓPEZ; SANDRA MARILI CANACUAL LÓPEZ; WUILMER 

ORLANDO AYALA LÓPEZ, por intermedio de apoderada judicial, contra el 

MUNICIPIO DE CUASPUD – CARLOSAMA (N), SEGUROS DEL ESTADO S.A. y el señor 

CARLOS HERNANDO MONCAYO CHAMORRO, e imprimirle el trámite legal 

correspondiente. 

 

SEGUNDO.- NOTIFICAR la presente decisión a la parte demandante, por 

anotación en estados electrónicos en los términos que establece el artículo 9 del 

decreto 806 de 2020, en el sistema habilitado para el efecto por parte de la Rama 

Judicial.    

 

TERCERO.- NOTIFICAR la presente decisión a la parte demandada, MUNICIPIO DE 

CUASPUD – CARLOSAMA (N), SEGUROS DEL ESTADO S.A. y el señor CARLOS 

HERNANDO MONCAYO CHAMORRO, de forma personal por medio buzón de 

correo electrónico destinado exclusivamente para notificaciones judiciales de 

conformidad con los artículos 6 y 8 del decreto 806 de 2020. 

 

CUARTO.- La parte demandada, MUNICIPIO DE CUASPUD – CARLOSAMA (N), 

SEGUROS DEL ESTADO S.A. y el señor CARLOS HERNANDO MONCAYO 

CHAMORRO, contará con el término de treinta (30) días para contestar la 

demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía y en su 

caso proponer demanda de reconvención, según el artículo 172 de la Ley 1437 

de 2011. Este plazo comenzará a correr al vencimiento del término común de 

veinticinco (25) días, después de surtida la última notificación (Artículo 612 del 

Código General del Proceso, que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A.), en 

concordancia con el decreto 806 de 2020. 
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ADVERTIR a la parte demandada, MUNICIPIO DE CUASPUD – CARLOSAMA (N), 

SEGUROS DEL ESTADO S.A. y el señor CARLOS HERNANDO MONCAYO 

CHAMORRO, que durante el tiempo para dar respuesta a la demanda, deberá 

allegar todas las pruebas que tengan en su poder y que pretendan hacer valer 

en el proceso. (Ley 1437 de 2011 Art., 175 núm. 4.). 

 

El escrito de contestación de la demanda y sus anexos deberán remitirse en 

archivo PDF, únicamente al siguiente buzón electrónico del Juzgado: 

adm06pas@cendoj.ramajudicial.gov.co (los mensajes de datos enviados al 

correo electrónico jadmin06pso@notificacionesrj.gov.co no serán válidos, ni se 

tendrán en cuenta porque este buzón electrónico solo es usado para notificar 

pero no para recibir documentos), dentro del horario judicial establecido en el 

Circuito Judicial de Pasto, so pena de entenderse que la demanda no fue 

contestada en tiempo. En el evento que las entidades demandadas llamen en 

garantía o interpongan demanda de reconvención, también deberán remitir el 

documento y sus anexos, en los términos señalados en este párrafo. 

 

Se recuerda a las partes que la jornada laboral contemplada para el Circuito de 

Pasto está estipulada en el siguiente horario: lunes a viernes de 7 a.m. a 12 m. y 

de 1 p.m. a 4 p.m., razón por la cual, todo documento aportado después de 

finalizado dicho horario se tendrá por recibido al día siguiente. 

 

QUINTO.- NOTIFICAR al Agente del Ministerio Público, de forma personal por 

medio del buzón de correo electrónico destinado exclusivamente para 

notificaciones judiciales de conformidad con el artículo 197 de la ley 1437 de 2011 

y 612 de la Ley 1564 de 2012 en concordancia con el decreto 806 de 2020. 

 

El Agente del Ministerio Público y los sujetos que tengan interés directo en las 

resultas del proceso contarán con el término de treinta (30) días para contestar 

la demanda, proponer excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía y en su 

caso proponer demanda de reconvención, según el artículo 172 de la Ley 1437 

de 2011. Este plazo comenzará a correr al vencimiento del término común de 
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veinticinco (25) días, después de surtida la última notificación (Artículo 612 del 

Código General del Proceso, que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A.). 

 

SEXTO.- SIN LUGAR a vincular a la Agencia Nacional de Defensa jurídica del 

Estado en virtud al artículo 1° del Decreto 1365 de 2013. 

 

SÉPTIMO.- RECONOCER personería adjetiva a la abogada DAMARIS TERESA 

PABÓN ORTEGA, portadora de la T.P. N. 296.361 del C. S. de la J., para actuar 

como apoderada de la parte demandante, en los términos y para los fines 

contenidos en los memoriales de poder que obran en el expediente digital. 

 

OCTAVO.- SIGNIFICAR a las partes que, en atención a lo previsto en el artículo 3 

del Decreto 806 del 2020, es deber de los sujetos procesales realizar sus 

actuaciones y asistir a las audiencias y diligencias a través de medios 

tecnológicos, suministrando a este Despacho, y a todos los demás sujetos 

procesales, los canales digitales elegidos para los fines del proceso o trámite y 

enviar a través de estos un ejemplar de todos los memoriales o actuaciones que 

realicen, simultáneamente con copia incorporada al mensaje enviado a la 

autoridad judicial.   

   

Así pues, identificados los canales digitales elegidos, desde allí se originarán todas 

las actuaciones y desde estos se surtirán todas las notificaciones, mientras no se 

informe un nuevo canal.  

 

De igual forma, es deber de los sujetos procesales, en desarrollo de lo previsto en 

el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, comunicar cualquier 

cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las notificaciones se 

sigan surtiendo válidamente en la anterior.   

   

El incumplimiento de lo anterior acarrea adoptar por parte de este Despacho las 

medidas necesarias para garantizar su cumplimiento. 
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NOVENO.- Se advierte que las notificaciones a que haya lugar se realizarán 

conforme lo disponen los artículos 8, 9 y 10 del decreto 806 de 2020, en 

concordancia con lo dispuesto en los artículos 196 y ss del C.P.A.CA.   

 

DÉCIMO.- DAR cuenta oportunamente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Firmado Por: 

 

MARINO  CORAL ARGOTY  

JUEZ CIRCUITO 

JUZGADO 006 SIN SECCIÓN ADMINISTRATIVO DE PASTO 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena 

validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto 

reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

ec91da4214e362e9f1d334eb2af9037b176080fd9185d755912830701d23a917 

Documento generado en 22/01/2021 06:43:49 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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ALEXANDRA
Texto tecleado
PRUEBA 10



JAVIER ALBERTO PEÑARANDA M. 
Abogado 
_____________________________ 
 

Carrera 25 Nro. 15-62 Oficina 216 
Edificio El Zaguán del Lago 

Pasto - Nariño 
 

 

San Juan de Pasto, 

 Abril 16 de 2021 

 

Doctor 

MARINO CORAL ARGOTY 

Juzgado Sexto Contencioso Administrativo del Circuito 

Pasto. 

 

 

 

Asunto: Reparación Directa Nro. 520013333006 -2020-00127)-00  

                 Demandante: MARIA CRISTINA LOPEZ Y OTROS 

                Demandado: MUNICIPIO DE CUASPUD -CARLOSAMA 

                Contestación de la demanda 

 

 

 

 

JAVIER ALBERTO PEÑARANDA MÉNDEZ, identificado con la cédula de 

ciudadanía número 12.973.739 de Pasto (N), abogado en ejercicio, 

portador de la Tarjeta Profesional número 37.231 del C. S. de la J., en nombre 

y representación del municipio de Cuaspud -Carlosama.; en virtud del 

poder especial conferido por su representante legal y en su nombre, el cual 

anexo al presente, me permito contestar la demanda incoada contra este, 

en los siguientes términos: 

 

 

I. EXPOSICIÓN SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

Al Hecho Primero: No nos consta. Que lo pruebe. Es una afirmación de la 

parte accionante que la debe probar ante el despacho. 

 

Al Hecho Segundo: Es cierto.         

 

Al Hecho Tercero: Es cierto.    

 

Al Hecho Cuarto: Es cierto.  

 

Al Hecho Quinto: Es cierto. 
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Al Hecho Sexto: Es cierto. 

  

Al Hecho Séptimo: Es cierto. 

 

Al Hecho Octavo: No nos consta. Que lo pruebe. Esta afirmación debe ser 

contestada por el ingeniero CARLOS HERNANDO MONCAYO CHAMORRO.  

 

El ingeniero Moncayo Chamorro, mediante oficio fechado el 13 de febrero 

de 2020, remitió a la alcaldía toda la documentación referente al accidente 

de tránsito del señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LOPEZ, dentro de los 

cuales reposa el oficio del 12 de diciembre del 2018 dirigido a la 

aseguradora SEGUROS DEL ESTADO S.A donde expresa: 

 
“… el contratista presento un plan de manejo de transito al 

municipio de Cuaspud Carlosama, el cual fue debidamente 

aprobado por el secretario de obra públicas y planeación 

municipal quedando la vía cerrada para el tránsito de vehículos; 

además la vía presentaba valla informativa de VIA CERRADA, 

señalización en el sitio de accidente, aparte de esto se contrató una 

cuña radial con la emisora los andes estéreo 88.1FM del municipio, 

la cual estaba informando que desde el 1 de Diciembre del año en 

no se permite el tránsito vehicular, por otra parte se repartieron 

volantes donde se informa a la comunidad del municipio de las vías 

alternas y via cerrada según el plan de manejo de transito 

aprobado.” (Negrillas fuera del texto) 

 

En el mismo sentido aporta en dicho oficio las pruebas de la divulgación del 

cierre de la via y de las vías alternas, que el contratista efectuó a la 

comunidad, como lo son, las cuñas radiales en la emisora Los Andes 88.1 

del Municipio de Cordoba y los volantes donde se informaba las vías 

alternas de Peña y Santa Rosa disponibles para el tránsito, actividades estas 

contempladas en el contrato de obra Nro. 096 del 21 de marzo de 2018 a 

cargo del contratista. (Prueba 1). 

 

Al Hecho Noveno: Es parcialmente cierto.  La administración municipal 

emanó el decreto 074 del 29 de noviembre de 2018 “Por medio del cual se 

establece el cierre total de la via Carlosama Carchi – Cuatro Esquinas del 

Municipio de Cuaspud y se determinan vías alternas “.  

 

Sobre la ausencia de señalización en la obra que advirtiera a los transeúntes 

de su presencia en la vía, NO ES CIERTO; como la misma parte demandante 

afirma, se expidió el decreto del 074 del 29 de noviembre de 2018 “Por 

medio del cual se establece el cierre total de la via Carlosama Carchi – 

Cuatro Esquinas del Municipio de Cuaspud y se determinan vías alternas“, 

dentro del cual el Alcalde Municipal  ordena: 
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“ARTICULO PRIMERO: CIERRE total de la via Carlosama Carchi- 

Cuatro Esquinas para la circulación de personas y de todo tipo de 

vehículos por el termino de ejecución de la obra es decir ocho (8) 

meses contados desde el día trece (13) de noviembre de 2018, por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia” 

 

Con lo transcrito se quiere aclarar al despacho que los demandantes tenían 

pleno conocimiento de la existencia del acto administrativo por el cual se 

informa a la comunidad que la via estaba cerrada, aunado al hecho que 

la obra tenía una vaya informativa que indicaba que la via estaba cerrada; 

se habían entregado volates informativos a la comunidad y la emisión de 

cuñas radiales que fueron desde el 1 de diciembre de 2018 hasta el 31 de 

enero de 2019, con una intensidad de 25 cuñas radiales diarias, con el 

siguiente mensaje: “Se informa a la comunidad del municipio de Cuaspud 

Carlosama el cierre total de la via Carlosama- Carchi- Cuatro Esquinas, 

hacia el municipio de Cumbal Departamento de Nariño, por lo cual 

deberán tomar las vías alternas, via Santa Rosa y via Peña Blanca”, tal como 

se demuestra con la certificación emitida por el locutor de la emisora Los 

Andes Stereo 88.1 ROMEL OSWALDO CUASPA PAGUAY el 9 de abril de 2021. 

(Prueba 2).  

 

Con lo anterior se quiere significar que el cierre total de la vía Carlosama -

Cachi – Cuatro Esquinas era una hecho paladino, divulgado o publicitado 

por diferentes medios de comunicación masivo. 

 

Al Hecho Décimo: No nos consta.  Que lo pruebe. 

 

Al Hecho Décimo Primero: No nos consta.  Que lo pruebe. 

 

Al Hecho Décimo Segundo: Es parcialmente cierto. Omiten los 

demandantes mencionar que el conductor no portaba casco de 

seguridad; así mismo no existe ninguna referencia en las pruebas 

documentales allegadas sobre el mencionado elemento de protección 

obligatorio, que al parecer no portaba el yacente, lo cual habría evitado 

los traumas craneoencefálicos. 

 

Cabe resaltar que en el INFORME PERICIAL DE NECROPSIA MEDICO LEGAL 

N°. 02-2018 aportado en la demanda muestra que el conductor Weymar 

Mauricio Tarapuez López estaba en presunto estado de embriagues 

mencionando: 

 
“… ESTOMAGO: Paredes pálidas con moderada cantidad de 

contenido liquido de olor característico a alcohol…” 
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“… Se realiza incisión coronal bimastoidea para cráneo y en Y para 

tórax y abdomen, extracción de peto esternal y bloque visceral por 

paquetes, se toman fotografías y muestra de sangre para 

alcoholemia en tubo tapa gris.” 

 

Los resultados de alcoholemia quedaran pendientes y no se aportan a este 

proceso. 

 

Al Hecho Décimo Tercero: No nos consta. Que lo pruebe. 

 

 

II.  SOBRE LA IMPUTACION DE RESPONSABILIDAD A LOS DEMANDADOS POR 

EL DAÑOS CAUSADO 

 

No es cierto. En lo referente a las actuaciones del municipio de Carlosama, 

encontramos la expedición del decreto del 074 del 29 de noviembre de 

2018 “Por medio del cual se establece el cierre total de la via Carlosama 

Carchi – Cuatro Esquinas del Municipio de Cuaspud y se determinan vías 

alternas “, dentro del cual el Alcalde Municipal ordena: 

 
“ARTICULO PRIMERO: CIERRE total de la via Carlosama Carchi- 

Cuatro Esquinas para la circulación de personas y de todo tipo de 

vehículos por el termino de ejecución de la obra es decir ocho (8) 

meses contados desde el día trece (13) de noviembre de 2018, por 

las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia” 

  

Dentro del contrato de obra Nro. 096 suscrito entre el Municipio de 

Cuaspud- Carlosama y el ingeniero CARLOS HERNANDO MONCAYO, se 

estipulo: 

 
“Clausula 15 - Indemnidad.  El contratista se obliga a mantener libre 

al municipio de Cuaspud- Carlosama de cualquier daño o perjuicio 

originado en reclamaciones provenientes de terceros, que tengan 

como causa sus actuaciones”. 

 

La cláusula de indemnidad es una cláusula que se pacta entre la entidad 

contratante y el contratista, en virtud de la cual éste último se obliga a 

mantener a la entidad libre de toda reclamación que tenga origen en las 

actuaciones del contratista a través de las cuales se causen daños a 

terceros. En la contratación pública esta cláusula puede incluirse en los 

contratos estatales según el análisis de riesgo que se realice para 

determinado contrato estatal.   Existiendo entonces esta cláusula, será el 

contratista el llamado a responder en una eventual sentencia 

condenatoria. 
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De conformidad con lo mencionado si se probare una eventual 

responsabilidad, no es el municipio de Cuaspud – Carlosama el llamado a 

reconocer los perjuicios reclamados. 

 

 

III. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

Me opongo a todas ellas. Tal como se expone dentro del presente libelo 

contestatorio, en momento alguno se ha establecido nexo causal entre el 

hecho dañoso y algún tipo de actuación u omisión de mi representado que 

dé lugar a la imputación de algún tipo de responsabilidad por falla en la 

prestación del servicio como se deja entrever en la demanda.  

 

 

IV. RAZONES DE LA DEFENSA 

 

En el presente asunto se pretende vincular dentro de un proceso de 

responsabilidad extracontractual del Estado a mi representado, sin que 

para el evento se establezca ningún nexo de causalidad entre el hecho que 

produjo el deceso de la víctima y el daño que se reclama por sus familiares.  

 

De otra parte, la prueba documental (Informe pericial de necropsia médico 

legal Nro. 02-2018) indica que el señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LOPEZ 

murió como consecuencia de un TRAUMA RAQUIMEDULAR CERVICAL 

VERSUS TRAUNA CRANEOENCEFALICO SEVERO, evidentemente por no 

portar con los elementos de protección ordenados en el Código Nacional 

de Tránsito como son entre otros el CASCO DE PR0TECCIÓN; pues era su 

deber de motociclista portarlo, aunado al hecho que la obra realizada en 

el casco urbano era de conocimiento de toda la comunidad, al igual que 

la disposición de vis alternas para su desplazamiento. 

 

Por lo tanto, no se encuentra justificación que, pese a que el accidente no 

ocurre por la acción del Estado, y menos con participación de la entidad 

por mí representada se la vincule al proceso como demandada y se la 

endilgue como responsable de la muerte del citado ciudadano. 

 

Ahora bien, como lo mencionan varios numerales de los hechos de la 

demanda, el municipio de Carlosama suscribió un contrato de obra con el 

ingeniero CARLOS HERNANDO MONCAYO para el mejoramiento en placa 

huella de la via Carlosama Carchi- Cuatro esquinas, dentro del cual se 

dispone: 
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“Clausula 5 – Obligaciones del contratista. (…)14. Velar porque 

durante la ejecución de las obras no se ocasionen daños a terceros 

y si eso llegare a suceder, tomar las medidas necesarias para evitar 

futuras reclamaciones al municipio.” (Prueba 3). 

 

En este orden, es el contratista el llamado a responder por una eventual 

responsabilidad extracontractual, por cuanto era el obligado a 

implementar la señalización y mantenimiento de las obras contratadas.   

 

Aunado a lo anterior, al presentar una acción de reparación directa con 

escaso material probatorio (ausencia de informe de policía de tránsito) que 

permitan ratificar la veracidad de los hechos resulta suspicaz, no permite 

hacer una valoración objetiva de cada uno de ellos, es decir, aportar 

parcialmente algunas pruebas priva a mi representada del ejercicio de una 

adecuada defensa técnica. 

 

En el devenir del proceso se demostrará que lo pretendido por los actores 

no se acompasa con la realidad de los hechos. 

 

 

V. EXCEPCIONES: 

 

1. Inepta demanda por falta de legitimación en la causa material 

2. Falta de legitimación en la causa por activa 

3. Falta de legitimación en la causa por pasiva 

4. Responsabilidad exclusiva de la víctima. 

5. Inepta demanda por falta de los elementos de la acción demandada. 

6. La innominada. 

 

1. Inepta Demanda por Falta de Legitimación en la Causa Material. 

 

En la presente acción, se demanda al Municipio de Carlosama, al ingeniero 

CARLOS MONCAYO CHAMORRO y a la Aseguradora SEGUROS DEL ESTADO. 

Al efecto, conviene advertir que no se encuentra probado que por acción 

u omisión de mi representado haya provocado algún tipo de daño; por el 

contrario, es la parte accionante la que reconoce la existencia de 

escombros dejados por el contratista de obra contratada. 

  

A este respecto la sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, ha sido enfática al señalar que, 

cuando hay indebida designación del demandado, conlleva fallo 

inhibitorio, al decir: 

 

06
124



Página 7 de 19 

 

"Si bien la Sala en repetidas providencias ha considerado que la 

demanda puede interpretarse por el juez al momento de su 

admisión, y en lo tocante a la designación de las partes ha sostenido 

que cuando de dicha interpretación y de la notificación que se 

haga a la parte demandada y de la actuación que ella realice 

dentro del proceso, se puede deducir que se cumple con el 

requisito de la demanda en forma y que la omisión o el error del 

demandante, en tal caso no ameritaría un fallo inhibitorio basado 

en la ineptitud sustancial de la demanda por indebida designación 

de la parte demandada, también es cierto que en otras 

providencias ha sostenido la tesis de que cuando la entidad 

interesada, que no ha sido debidamente indicada como 

demandada, concurre al proceso y en la oportunidad debida 

plantea como excepción, esto es como medio de defensa, la 

indebida designación en que incurre el libelo demandatorio, no 

puede, so pretexto de interpretación de la demanda o de 

saneamiento de la nulidad generada por ello, emitirse un fallo de 

fondo obviando la manifestación expresa del demandado de que 

concurre al proceso sólo para establecer que el contradictorio no 

fue debidamente entrabado. Si bien esta solución pudiera calificarse 

de excesivamente rigorista, tiene a su favor el hecho de que se 

fundamenta en la protección del derecho de defensa de la parte 

demandada, que tiene la facultad legal de oponer a las 

pretensiones del demandante excepciones de todo tipo para 

inhibirlas o para diferirlas en el tiempo. 

 

El proceso es una sucesión de hechos a cuya formación contribuyen 

tanto las partes que demandan como las demandadas y el juez, y 

este último debe velar por la garantía del derecho de defensa tanto 

de los demandantes como de los demandados (...). De lo anterior 

resulta que en concepto de la Sala, el tribunal a-quo obró 

correctamente al darle prosperidad a la excepción de inepta 

demanda y declararse inhibido para un pronunciamiento de 

fondo1". (Negrillas fuera del texto. Op. Cit. Código Contencioso 

Administrativo. Legis Editores S.A.).  (Negrillas fuera del texto) 

 

En este entendido, mal se hace en involucrar a una entidad territorial en una 

demanda que no le concierne y que si en un momento dado a alguien 

tendría que citarse como ya se lo hizo es al contratista y a la aseguradora.  

 

El Consejo de Estado, al hacer el análisis de la legitimación en la causa 

expresó que debe abordarse desde dos puntos de vista, esto es, de hecho 

y material. En ese entorno expuso: 

 

                                                
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de noviembre 

12 de 1992. Exp. 4312. C.P. Guillermo Chahin Lizcano.  
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“En reciente jurisprudencia, esta Corporación ha manifestado en 

cuanto a la legitimación en la causa, que la misma no es constitutiva 

de excepción de fondo sino que se trata de un presupuesto 

necesario para proferir sentencia de mérito favorable bien a las 

pretensiones del demandante, bien a las excepciones propuestas 

por el demandado. Así mismo, ha diferenciado entre la legitimación 

de hecho y la legitimación material en la causa, siendo la 

legitimación en la causa de hecho la relación procesal existente 

entre demandante legitimado en la causa de hecho por activa y 

demandado legitimado en la causa de hecho por pasiva y nacida 

con la presentación de la demanda y con la notificación del auto 

admisorio de la misma quien asumirá la posición de demandado; 

dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a 

los sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para 

ejercer sus derechos de defensa y de contradicción; la legitimación 

material, en cambio, supone la conexión entre las partes y los 

hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron perjudicadas, 

ora porque dieron lugar a la producción del daño. En un sujeto 

procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 

necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, 

pues ésta solamente es predicable de quienes participaron 

realmente en los hechos que han dado lugar a la instauración de la 

demanda o, en general, de los titulares de las correspondientes 

relaciones jurídicas sustanciales; por consiguiente, el análisis sobre la 

legitimación material en la causa se contrae a dilucidar si existe, o 

no, relación real de la parte demandada o de la demandante con 

la pretensión que ésta fórmula o la defensa que aquella realiza, pues 

la existencia de tal relación constituye condición anterior y 

necesaria para dictar sentencia de mérito favorable a una o a 

otra2.” (Negrillas fuera del texto). 

  

Para ningún efecto se ha configurado la legitimación en la causa material 

contra mí representado, ya que de los hechos ni de los documentos 

aportados por la parte actora puede desprenderse dicha existencia.   

 

Por cuanto la presente situación se enmarca dentro de la excepción 

propuesta, solicito se declare como tal.  

 

2.  Falta de Legitimación en la Causa por Activa  

 

El Consejo de Estado ha establecido por vía de jurisprudencia la falta de 

legitimación en la causa, que se refiere a la relación sustancial que debe 

existir entre las partes en el proceso y el interés sustancial en el litigio.  

 

                                                
2Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 03 de 

febrero de 2010 Rad.19526 M.P. Ruth Stella Correa Palacio. 
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“Está legitimado en la causa por activa quien tiene la vocación 

para reclamar la titularidad de un derecho otorgado por la ley y, 

específicamente, cuando se interponen demandas en ejercicio del 

medio de control de reparación directa, quien demuestre en el 

proceso su condición de perjudicado con la acción u omisión que 

produjo el daño que se reclama con la demanda3.” 

 

En la demanda enuncia que los señores MARIA ELENA LOPEZ, JENNY NOHEMI 

RIVERA LOPEZ, SANDRA MARILI CUNACUAN LOPEZ Y WUILMER ORLANDO 

AYALA LOPEZ, figuran como abuela y tíos del señor WEYMAR MAURICIO 

TARAPUEZ LOPEZ, sin embargo, no obra en el proceso medio de prueba que 

permita establecer, o al menos inferir, que los mencionados efectivamente 

son los llamados a debatir el interés jurídico aducido en el proceso, 

circunstancia que ha sido puesta de presente por la doctrina, en los 

siguientes términos:  

 
“El daño debe ser probado por quien lo sufre, so pena de que no 

proceda su indemnización… No basta, entonces, que en la 

demanda se hagan afirmaciones sobre la existencia del daño, 

porque “el demandante no puede limitarse, si quiere sacar avante 

su pretensión, a hacer afirmaciones sin respaldo probatorio.”4”5 

 

La madre y la hermana del señor WEYMAR MAURICIO TARAPUEZ LOPEZ han 

establecido en qué condiciones acuden a demandar, sin embrago, el 

despacho deberá negar las pretensiones de los demás actores que no han 

demostrado los perjuicios alegados, requisito sine qua non en esta clase de 

procesos.  

 

Sobre la legitimación en la causa para actuar, perentorio ha sido el Consejo 

de Estado al manifestar: 

 
"Lo concerniente a la legitimación en la causa es cuestión propia 

del derecho sustancial y no del procesal, razón por la cual su 

ausencia no constituye impedimento para desatar el fondo del 

litigio, sino motivo para decidirlo en forma adversa al actor. . ..  La 

falta de legitimación en la causa de una de las partes no impide al 

juez desatar el litigio en el fondo, pues es obvio que si se reclama un 

derecho por quien no es su titular o frente a quien no es el llamado 

a responder debe negarse la pretensión del demandante en 

sentencia que tenga fuerza de cosa juzgada material a fin de 

                                                
3 Consejo de Estado. Sección Tercera. Consejero Ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA.  
Bogotá D.C., trece (13) de julio de dos mil dieciséis 2016). Radicación número: 68001-23-33-000-

2015-00144-01(55205).  
4 Consejo de Estado, Sección Tercera, 6 de febrero de 1992, C.P. Dr. Uribe Acosta.  
5 HENAO, Juan Carlos “El Daño”, Ed. Universidad Externado de Colombia, Bogotá D.C., 1998, pág. 

39 y 40.  
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determinar definitivamente el litigio en lugar de dejar las puertas 

abiertas, mediante un fallo inhibitorio para que quien no es titular del 

derecho insista que reclamarlo indefinidamente, o para que 

siéndolo lo reclame indefinidamente de quien no es persona 

obligada" (la ley Nro. 25, pág. 50). " Y el profesor continua: " Y 

agregamos en pro de la tesis, la inhibición conduciría a que el 

demandado no pueda proponer como previa la excepción de 

cosa juzgada que le permite poner fin a un segundo proceso contra 

la economía procesal, pues deberá esperar a la sentencia, que 

sería inhibitoria de nuevo, ya que tampoco procede examinar dicha 

excepción de aquella. Frente a esta posición existe la de Allorio, 

según la cual la legitimación es una figura procesal que no se 

confunde con la titularidad del derecho, que es figura sustancial. 

Más, entendiéndose por tal calidad, extrínseca como la de 

cónyuge, contratante, heredero, acreedor, sin entrar en la 

existencia misma del derecho invocado. Según ello, basta afirmar 

la legitimación y su falta conduce a sentencia inhibitoria6". 

(Negrillas fuera del texto.  

 

En consecuencia, no probándose las condiciones anotadas en la 

demanda, insoslayablemente se opera la falta de legitimación en la causa 

para actuar y reclamar los perjuicios materiales y morales anotados. 

 

3. Falta de legitimación en la causa por pasiva. 

 

Nos permitimos proponer la presente excepción por cuanto el artículo 162 

del C.P.A.C.A., es meridiano al establecer en su numeral primero, como 

contenido de la demanda "La designación de las partes y de sus 

representantes". 

 

En la presente acción se demanda al Municipio de Cuaspud- Carlosama 

cuando esta entidad territorial no tiene responsabilidad alguna por hechos 

acontecidos el día 10 de diciembre de 2018. 

 

A este respecto la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo del Consejo de Estado, ha sido enfática al señalar que, 

cuando hay indebida designación del demandado, conlleva fallo 

inhibitorio, al decir: 

 
"Si bien la Sala en repetidas providencias ha considerado que la 

demanda puede interpretarse por el juez al momento de su 

admisión, y en lo tocante a la designación de las partes ha sostenido 

que cuando de dicha interpretación y de la notificación que se 

                                                
6 Consejo de Estado. Sentencia de octubre 2 de 1986. Sala de lo Contencioso Administrativo. Op. 

Cit. ibídem, pg. 281. 
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haga a la parte demandada y de la actuación que ella realice 

dentro del proceso, se puede deducir que se cumple con el 

requisito de la demanda en forma y que la omisión o el error del 

demandante, en tal caso no ameritaría un fallo inhibitorio basado 

en la ineptitud sustancial de la demanda por indebida designación 

de la parte demandada, también es cierto que en otras 

providencias ha sostenido la tesis de que cuando la entidad 

interesada, que no ha sido debidamente indicada como 

demandada, concurre al proceso y en la oportunidad debida 

plantea como excepción, esto es como medio de defensa, la 

indebida designación en que incurre el libelo demandatorio, no 

puede, so pretexto de interpretación de la demanda o de 

saneamiento de la nulidad generada por ello, emitirse un fallo de 

fondo obviando la manifestación expresa del demandado de que 

concurre al proceso sólo para establecer que el contradictorio no 

fue debidamente entrabado. Si bien esta solución pudiera calificarse 

de excesivamente rigorista, tiene a su favor el hecho de que se 

fundamenta en la protección del derecho de defensa de la parte 

demandada, que tiene la facultad legal de oponer a las 

pretensiones del demandante excepciones de todo tipo para 

inhibirlas o para diferirlas en el tiempo. 

 

El proceso es una sucesión de hechos a cuya formación contribuyen 

tanto las partes que demandan como las demandadas y el juez, y 

este último debe velar por la garantía del derecho de defensa tanto 

de los demandantes como de los demandados (...). De lo anterior 

resulta que en concepto de la Sala, el tribunal  a-quo obró 

correctamente al darle prosperidad a la excepción de inepta 

demanda y declararse inhibido para un pronunciamiento de 

fondo7". (Negrillas fuera del texto. Op. Cit. Código Contencioso 

Administrativo. Legis Editores S.A.). 

 

La misma Sección del Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo en 

auto de abril 7 de 1989, reseña: 

 
"El artículo 137 del decreto 01 de 1984 establece como uno de los 

requisitos que debe reunir toda demanda la designación de las 

partes y de sus representantes. 

 

Lo anterior porque con el citado decreto se definió el 

cuestionamiento hasta entonces existente, sobre si en los procesos 

contencioso administrativos existían partes o si se trataba de un 

proceso con características diferentes ya que lo demandado era 

un acto administrativo. 

                                                
7 Sentencia de noviembre 12 de 1992. Exp. 4312. M.P. Guillermo Chahin Lizcano. Sección Tercera 

del Consejo de Estado. 
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Por ello en diferentes normas, además del citado artículo 137 que 

exige se precisen las partes y sus representantes, se hace referencia 

al dicho concepto, así el artículo 149 establece que las entidades 

públicas y privadas cuando ejerzan funciones públicas podrán 

obrar como demandantes o demandadas y el artículo 150 

expresamente prescribe que "las entidades públicas y las privadas 

que cumplan funciones públicas son partes en todos los procesos 

contencioso administrativos que se adelanten contra ellas o contra 

los actos que expidan" y agrega que ". . . el auto admisorio de la 

demanda se notificará personalmente a sus representantes legales 

. . .". 

 

Dentro del anterior planteamiento, resulta requisito indispensable y 

necesario para que pueda entrabarse la relación procesal que en 

la demanda se precise además de la parte demandante, la parte 

demandada y su representante, y en el auto admisorio se ordene su 

notificación y no es suficiente, a la luz de las normas citadas la 

precisión del acto o actos demandados y de las autoridades que 

los expidieron, pues es necesario identificar debidamente la parte 

demandada, la cual debe tener capacidad para ser sujeto procesal 

y su representante" (Negrillas fuera del texto. Op. Cit. ibídem Ut-

Supra). 

 

Por cuanto la presente situación se enmarca dentro de la excepción 

propuesta, solicito se declare como tal.  

 

4.   Responsabilidad exclusiva de la victima 

 

Pretender que el Estado, en el presente caso el municipio de Carlosama por 

mí defendido tenga, que responder por la imprudencia de los ciudadanos, 

y que deba prever lo imprevisible por obra y gracia de la irresponsabilidad 

de los conductores es una utopía y un dislate.  

 

Claramente el Consejo de Estado ha determinado por vía de jurisprudencia 

que, en las autoridades, la falla del servicio se toma como un concepto 

relativo, no absoluto, para estos eventos ha afirmado: 

 
“Aceptar que el Estado responda hasta de las torpezas de los 

conductores, es olvidar la realidad y mirar al propio Estado como el 

supremo dispensador de felicidad, confort y seguridad. La falla del 

servicio es un concepto relativo como lo ha dicho la jurisprudencia 

y debe enfocarse siempre dentro de las posibilidades que pueda 

brindar el servicio. Por eso no es lo mismo la falla de un Estado pobre 

como el colombiano de la que podría dársele en un país 
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desarrollado. Aunque en estos tampoco se da el Estado providencia 

o desfacedor de todos los entuertos”.8 

 

En casos similares, la Sección Tercera del Consejo de Estado ha precisado: 

 
“La jurisprudencia de esta Corporación ha sostenido en varias 

oportunidades que la culpa de la víctima solo tiene efecto 

exonerativo cuando: existe un vínculo de causalidad entre el hecho 

de la víctima y el daño y el hecho de la víctima no es imputable a 

la Administración y que si la culpa del directo afectado resulta ser 

causa única, exclusiva y determinante del año aparecerá la 

exonerante de responsabilidad; pero que si la conducta imprudente 

de la víctima concurre eficientemente en la producción del daño, 

éste está sujeto a reducción, para efectos indemnizatorios (Art. 2357 

C.C.)”9. 

 

Al parecer, todo parece indicar que el deceso del occiso se debió a su 

propia responsabilidad, por cuanto ningún otro accidente se ha reportado 

en dicho sector; más aún, el único muerto o herido en el punto es el del 

señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LOPEZ. Todo lo anterior sumado al 

hecho que, como lo reporta el médico que practicó la necropsia, el golpe 

lo sufrió en la cabeza, lugar que lo hubiese protegido el casco que nunca 

portó.  

 

Por todo lo expuesto la acción en comento es improcedente. 

 

5. Inepta demanda por falta de los elementos de la acción demandada 

 

Con relación a la responsabilidad del Estado, el Máximo Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo creó la teoría de la "falla o falta del servicio". 

Noción esta que se aleja de la concepción de culpa subjetiva o personal, 

pues se trata de una falta "objetivada", es decir, que la falta no es necesario 

individualizarla, porque estamos frente a una falta anónima, orgánica, 

funcional, que compromete a la Administración. En esta esfera el Consejo 

de Estado ha resaltado: 

 
"Así se absuelva al agente autor material del daño, esta 

circunstancia no es obstáculo para considerar que el hecho 

generador del perjuicio, si constituye una falla del servicio porque 

                                                
8 Sentencia de junio 23 de 1994. Sección Tercera. Sala de lo Contencioso Administrativo. Consejo de 
Estado. 
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, ssentencia del 8 de 
junio de 2006. Radicado 16.040 M.P. Dra. María Elena Giraldo Gómez. VELÁSQUEZ GIL, Catalina. 

VELÁSQUEZ GÓMEZ, Iván. Responsabilidad Contractual y Extracontractual del Estado. Librería 

Jurídica Sánchez Limitada. Bogotá 2006. Pg. 141. 
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como lo tiene repetido la jurisprudencia de esta Corporación, la 

responsabilidad del Estado es objetiva, anónima, basta que se 

acredite que el perjuicio se produjo como consecuencia de la 

prestación de un servicio a cargo del Estado".10 

 

Cabe afirmar, esta falla consiste en que la administración está obligada a 

asumir los daños que causa un funcionario cuando actúe con razón u 

ocasión de una actividad en representación del Estado, 

comprometiéndose al servicio a cargo de este. 

 

Esta falla del servicio se presenta no solamente cuando la prestación del 

servicio está prevista en ley o reglamento. La jurisprudencia del Consejo de 

Estado así lo ha manifestado en este sentido: 

 
"Hay obligación administrativa no solamente en los casos en que la 

ley o el reglamento los consagra expresa y claramente, sino también 

en todos aquellos eventos en que de hecho la administración 

asume un servicio o lo organiza, lo mismo cuando la actividad está 

implícita en la función que el Estado debe cumplir (. . .)".11 

 

Respecto al artículo 90 de la Constitución Nacional citada en la 

jurisprudencia retranscrita, hay que tener presente que, si con motivo de la 

prestación de un servicio público, la Institución prestadora de tal servicio o 

el personal a su cargo causan daños a las personas que han precisado de 

ellos, se compromete la responsabilidad de la administración por falla del 

servicio, obligándose a asumir los daños que produzca.  

 

Con lo anterior lo que se quiere significar es que en los casos de 

responsabilidad por accidentes de tránsito está vigente la teoría de la falla 

del servicio y no la teoría de la lesión o del daño antijurídico, con base en el 

artículo 90 de la Constitución Nacional, como lo pretende la abogada de 

la demandante, ya que al efecto está vigente la denominada falla del 

servicio 

 

Aclarado, entonces, que lo pretendido por la abogada del actor es 

configurar la presente situación dentro del marco del daño antijurídico y 

rebatido lo anterior, podremos analizar que faltan los elementos de la 

acción demandada, a saber: 

 

                                                
10 Sentencia del 24 de octubre de 1985. Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Op. Cit. TEJADA RUIZ, Claudia Patricia. SERRANO ESCOBAR, Luís. Responsabilidad Civil y del Estado 

en la Prestación de Servicios Médico-Asistenciales. Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez. Bogotá 1994. 
Pg. 217. 
11 Sentencia del 30 de junio de 1989. Sección Tercera. Sala de lo Contencioso Administrativo. Op. 

Cit. Ibídem ut-supra. Pg. 218. 
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1. Un servicio que funcionó mal, no funcionó o lo hizo tardíamente. 

 

2. Un perjuicio. 

 

3. Una relación de causalidad entre el servicio y el perjuicio. 

 

Servicio o Actuación del Estado. El Estado manifiesta su voluntad mediante 

actos, omisiones, vías de hecho, operaciones, hechos y contratos. La falla 

del servicio no se refiere ni a los actos ni a los contratos, se predica de las 

formas restantes en que se pronuncia el Estado. Así, para que se produzca 

la falla del servicio es necesario que la actuación sea irregular, siendo 

irregular cuando se presta en forma deficiente o se presta tardíamente.  

 

Perjuicio. Para que exista la falla del servicio la actuación del Estado debe 

ser irregular y haber causado un daño o menoscabo en el interés de las 

personas, para el evento, que haya existido incuria o desidia por parte del 

municipio. 

  

Nexo Causal. Entre la falla del servicio y el perjuicio debe existir una relación 

de causalidad, esto es, el daño debe ser producto de la acción u omisión 

del servicio, lo cual no está configurado en el asunto examinado. 

 

En consecuencia, es imprescindible demostrar, aún en los regímenes de 

responsabilidad objetiva, el nexo de causalidad entre el hecho y el daño.  

 

Al efecto claramente en mayo de 2007 el Consejo de Estado sostuvo: 

 
“Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la Sala encuentra que el 

elemento de imputación fáctica necesario para radicar en cabeza 

de la administración pública responsabilidad, no se encuentra 

demostrado, sin que para ello influya el régimen de imputación 

jurídica aplicable al supuesto de hecho, esto es, bien subjetivo (falla) 

u objetivo (riesgo excepcional, daño especial, etc.); lo anterior 

como quiera que tanto en los regímenes objetivos como subjetivos 

es requisito sin qua non que la parte actora demuestre plenamente 

la ocurrencia del daño antijurídico, así como el nexo que vincula ese 

perjuicio con la actuación de la administración; la diferencia entre 

uno u otro régimen subjetivo y objetivo estriba, simplemente, en que 

en el segundo (objetivo) no juega el papel culpabilistico con que 

haya actuado la administración pública, es decir, no se torna en 

requisito indispensable la demostración de una dalla del servicio 

(culpa), para configurar responsabilidad”. 

 

Sobre el asunto particular, la doctrina ha señalado lo siguiente: 
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“En estos regímenes (se refiere a los objetivos), es decir los de 

responsabilidad sin falla del servicio para que vea comprometida su 

responsabilidad patrimonial, al actor le basta probar el hecho dañoso, el 

daño sufrido y el nexo causal entre uno y otro, en tanto que la exoneración 

para el Estado quedará sujeta a la prueba de una causa extraña, entendida 

ésta como la fuerza mayor o el hecho exclusivo de la víctima o de un tercero 

(…). (Op. Cit. HERNÁNDEZ, Alier y FRANCO Gómez Catalina. 

“Responsabilidad Extracontractual del Estado”. Editorial Nueva Jurídica, 

2007, pág. 15). 

 

Entonces, existen suficientes elementos de juicio (probatorios) que permiten 

inferir que, en el caso concreto, no se puede vincular la actuación (que de 

por si genera un riesgo) de la administración (distribución de energía) con la 

ocurrencia del daño antijurídico sufrido por los demandantes”12 

 

6.    LAS INNOMINADAS: 

 

Solicito se tengan en cuenta las excepciones innominadas o genéricas que 

aparezcan en el proceso. 

 

 

VI. PETICIONES: 

 

Pido a este honorable despacho judicial, previo los trámites del proceso 

ordinario contencioso administrativo que declare: 

 

1. Probada la Excepción de Inepta demanda por falta de legitimación en 

la causa material 

2. Probada la Excepción de Falta de legitimación en la causa por activa 

3. Probada la Excepción de Falta de legitimación en la causa por pasiva 

4. Probada la Excepción de Responsabilidad exclusiva de la víctima. 

5. Probada la Excepción de Inepta demanda por falta de los elementos de 

la acción demandada 

 

Como consecuencia de lo anterior y los argumentos de la defensa, niegue 

las pretensiones de la demanda. 

 

 

VII. PRUEBAS QUE SE PRETENDEN HACER VALER: 

 

1. Pruebas Documentales: 

                                                
12 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 31 de 
mayo de 2007. Radicado 16.898. M.P. Enrique Gil Botero. Op. Cit. VELÁSQUEZ GIL, Catalina. 

Responsabilidad Contractual y Extracontractual del Estado. Librería Jurídica Sánchez R. Limitada. 

Bogotá. 2007. Pg. 120 y 121. 
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Prueba 1: Copia del oficio fechado el 13 de febrero de 2020, que contiene 

los siguientes documentos: 

 

- Plan de manejo de tránsito. 

- Informe de interventoría referente al accidente de tránsito. 

- Decreto 074 del 29 de noviembre de 2018, donde se establece el 

cierre total de la via. 

- Plano ubicación y distribución de señales preventivas 

- Plano rutas alternativas 

- Copia de pago cuñas radiales emisora Los Andes 88.1 

- Copia de las facturas de elaboración y compra de volantes. 

- Copia del volante de información de cierre de la via. 

- Reporte se siniestro a la aseguradora Seguros del estado. 

- Derecho de petición ante el Inspector de Policía 

- Respuesta del Inspector de Policía. (19 folios) 

 

Prueba 2:   Certificación emitida por la emisora Los Andes 88.1 del municipio 

de Carlosama, fechada el 9 de abril de 2021. (1 folio) 

 

Prueba 3:  Copia del Contrato de Obra Nro. 096 del 21 de marzo de 2018 

suscrito entre el Municipio de Cuaspud – Carlosama y el señor CARLOS 

MONCAYO. (6 folios) 

 

2. Prueba Testimonial: 

 

Solicito respetuosamente se decrete y recepcione la declaración de: 

 

a. Marcela Alejandra Paredes Revelo, identificada con cédula de 

ciudadanía Nro. 1.087.619.176 de Cuaspud (N), celular: 3188073606, correo 

electrónico: alejandra090902@gmail.com, dirección: Carrera 2 No. 1-16 

Barrio Fundadores Cuaspud (N), profesión: arquitecta.  

 

Objeto de la Prueba: 

   

La profesional deberá explicar al despacho el plano de cierre de la vía y sus 

vías alternas, que fue elaborado especialmente para que en la obra en 

construcción no se presenten incidentes. 

 

b.  Luceny Yaneth Cuatin Cabrera, identificada con la cedula de 

ciudadanía Nro. 27.228.002 de Cuaspud (N),  celular: 30154586796, correo 

electrónico: luceny2078@gmail.com, dirección:  Barrio San Bernardo Via 

Carchi, profesión: auxiliar administrativo. 
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Objeto de la Prueba: 

   

La testigo rendirá su testimonio en todo cuanto le consta  sobre la 

señalización  y divulgación que se efectuó en el municipio de Cuaspud (N), 

sobre el cierre de la via  y la existencia de vías alternas donde ocurrieron los 

hechos de la presente demanda. 

 

3. Documentales a solicitar: 

 

a.  Ofíciese Medicina Legal, para que con destino a este proceso se sirva 

enviar los resultados del examen de alcoholemia ordenado en el Acta de 

Inspección Técnica a cadáver FPJ-10, noticia criminal Nro. 

523566000514201800546 del 10 de diciembre de 2018 y en el informe pericial 

de necropsia Nro. 02-2018 el 10 de diciembre de 2018, aportado en la 

demanda, dentro del cual manifiesta: 

 
“…Se realiza incisión coronal bimastoidea para cráneo y en Y para 

tórax y abdomen, extracción de peto esternal y bloque visceral por 

paquetes, se toman fotografías y muestra de sangre para 

alcoholemia en tubo tapa gris.” (Negrillas fuera del texto). 

 

Objeto de la Prueba: 

 

Esta prueba tiene por objeto determinar el grado de alcohol del conductor 

señor WEYMAR MAURICIO TARAPUES LOPEZ, en su organismo y su eventual 

responsabilidad sobre los hechos.  

 

b.   Ofíciese a la Inspección de Policía del Municipio de Cuaspud Carlosama 

y a la Oficina de Tránsito y Transporte de Nariño, para que remita con 

destino a este proceso el INFORME POLICIAL DE ACCIDENTE DE TRANSITO, de 

fecha 10 de diciembre de 2018. 

 

Objeto de la Prueba: 

 

Con el Informe Policial de Accidente de Tránsito, se pretende demostrar que 

la hipótesis de accidente fue la ingesta de bebidas alcohólicas del occiso 

WEIMAR MAURICIO TARAPUEZ y la ausencia de los elementos de protección 

(casco) ordenados en las normas de tránsito. 

 

 

VIII. ANEXOS 

 

Lo relacionado en el acápite de pruebas y, 
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1.  Poder para actuar. 

2.  Acta de posesión de ALDEMAR PAGUAY ORDÓÑEZ, como alcalde 

municipal de Carlosama del 1º de enero de 2020. 

3.  Cedula de ciudadanía de ALDEMAR PAGUAY ORDÓÑEZ. 

4. Credencial que acredita a ALDEMAR PAGUAY ORDÓÑEZ, como alcalde 

municipal de Cuaspud - Carlosama. 

5.  Cedula de ciudadanía de JAVIER ALBERTO PEÑARANDA M, 

6.  Tarjeta Profesional de JAVIER ALBERTO PEÑARANDA M., 

 

 

 

IX. NOTIFICACIONES 

 

Señor Juez solicito notificar al Municipio de Cuaspud- Carlosama al correo 

que reposa en la demanda. 

 

Al suscrito en mi oficina de abogado ubicada en la Carrera 25 Nro. 15-62 

Oficina 216 C.C. El Zaguán del Lago, de la ciudad de Pasto.  

 

Correo Electrónico asesoriaexterna@hotmail.com 

 

Del Señor Juez. 

 

 

 

 

T.P. Nro. 37.231 del C. S de la J. 

asesoriaexterna@hotmail.com 

cel. 3137517515 
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